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Políticos
FIDEL CASTRO RUZ: ICONO DE LA HISTORIA CONTEMPORANEA

El 13 de agosto de 1926, nació el Comandante en Jefe de la Revolución Socialista cubana, uno de los pocos hombres −junto al Che Guevara− que a nivel universal han entrado vivos en la historia y en la leyenda. Leyenda negativa para sus adversarios, los que lo llaman dictador; y los que hemos visto en él a un proyecto de nación revolucionario. A los 19 años de edad ingresó a la Universidad de la Habana,  estudiaba de 15 a 16 horas diarias, o sea como él mismo cuenta: Desayunaba, almorzaba y cenaba con el libro al lado. Pero además tuvo tiempo para la política a la que se entregó por entero: Miembro de la Federación Estudiantil Universitaria y como Presidente de los Comité Pro Independencia de Puerto Rico y Pro Democracia Dominicana, se incorporó en la expedición de Cayo Confites, donde participó como jefe de una compañía  contra el dictador Trujillo en Dominicana. Un año después −previa reunión en Panamá con estudiantes que habían sido agredidos por tropas yanquis en la zona del canal− viajó a Colombia donde participó activamente de la insurrección denominada el Bogotazo. 

Estas experiencias internacionalistas más los conocimientos teóricos adquiridos de Martí y Marx, le permitieron −después del golpe de Estado de Fulgencio Batista en 1952− diseñar un programa revolucionario, ideas que se materializaron en el asalto al Cuartel Moncada el 26 de  julio de 1953. Producto de este operativo político-militar murieron varios compañeros, otros fueron heridos, capturados y torturados junto a él, quién en juicio asumió su propia defensa en el que denunció al régimen e interrogó a los testigos y asesinos, hechos que están patentizados en su obra la Historia me Absolverá. 2 años más tarde al ser liberado viajó a México, allí conoció al Che Guevara, quien junto a su hermano Raúl y otros compañeros se entrenó militarmente bajo las instrucciones del General Alberto Bayo español, nacido en Camagüey-Cuba. Hombre experto en guerra de guerrilla. El 2 de diciembre de 1956 desembarcó del Granma al mando de 82 hombres, y 3 años más tarde convertidos en un ejército irregular, en su calidad de Comandante en Jefe derrotó al ejército convencional de Batista e inició la batalla más difícil, organizar el gobierno revolucionario.

Ya en el Poder dirigió personalmente el contraataque a la invasión de Playa Girón, Bahía de Cochinos en 1961, derrotando a las tropas mercenarias; se puso al frente de la crisis provocada por la instalación de los misiles SS-4, a solicitud suya para protegerse de las amenazas norteamericanas, crisis que se empeoró con el derribamiento del avión espía U-2  que sobrevolaba territorio cubano, y por bloqueo naval −en la florida se concentraron 579 aviones de combate, cinco divisiones, entre ellas las élite aerotransportadas 82 y 102−; por su parte Cuba puso en armas 300 mil combatientes y en disposición 20 rampa de lanzamiento de misiles nucleares, crisis de 1962; siempre estuvo al frente contra los planes de agresión a la revolución: más de 5, 780 acciones terroristas, sin incluir el bloqueo económico ni las crisis conocidas como marielitos y balseros en 1980 y del 94 respectivamente, aislamiento diplomático, expulsión de la OEA; En lo personal sobrevivió a más de 600 atentados organizados y dirigidos por la CIA, situaciones que llevaron al Comandante a gobernar con guante de seda y mano de hierro: “El fin justifica los medios”. 

A partir de 1965 colaboró con la lucha de independencia de Angola y Guinea-Bissau, derrotó militarmente a los ejércitos de Zaire y al régimen apartheid surafricano hasta  expulsarlos del territorio angoleño. En esa epopeya, en territorio africano cumplieron misión más de 300 mil combatientes internacionalistas y cerca de 50 mil colaboradores civiles cubanos a lo largo de  15 años que dejó como resultado la independencia de Angola y Namibia, así como la caída en combate de 2,077 combatientes cubanos. Sangre que también ha sido derramada  a lo largo y ancho de América latina, no sólo en apoyo a movimientos revolucionarios, sino también ante las catástrofes naturales sin mediar color político de los necesitados, prueba de ellos son los más de 30 mil médicos cubanos que prestan sus servicios en los lugares más recónditos de África, Asia, Oceanía y América. 

 Este hombre austero y consecuente con sus principios implantó el socialismo con las consecuencias que ello conllevaba, al estar a sólo  90 millas de la nación capitalista más poderosa de la tierra: Nacionalizó la economía, confiscó a la burguesía, formó el partido único, controló los medios de comunicación, masificó  la salud, la educación, el deporte y la cultura con la inevitable represión para quienes conspiraron, conspiran o se oponen a dicho proyecto. Por eso y más, unos lo odian y otros lo comprendemos y lo queremos.

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y LOS POLÍTICOS

Nunca antes en nuestra historia se ha debatido e interpretado tan a fondo el significado de la Constitución Política, tanto por juristas como por legos en derecho. Los primeros a través de los medios de comunicación de masas, en las aulas de las universidades o entre colegas; los segundos en las calles, en el transporte colectivo, en lugares públicos como bares y restaurantes, pero sobre todo en la “tranquilidad” del hogar. Debates que en esencia se han centrado en la supremacía, en la división de poderes, en el control y procedimiento de las reformas constitucionales establecidas en los Títulos VIII y X. Así como de las interpretación suigéneris que los políticos hacen de la misma, algunos de ellos paradójicamente docentes universitarios.

La mayoría de nuestro pueblo, con o sin preparación académica, entiende que la Constitución Política es la norma suprema o sea el marco legal de todo nuestro ordenamiento jurídico, de manera tal que prácticamente esa mayoría no ignora que jerárquicamente la Constitución debe prevalecer sobre cualquier ley posterior y que se le contraponga. Por consiguiente, en base a ese razonamiento sencillo y preciso los ciudadanos comunes −obrer@s, comerciantes, artesan@s, amas de casa, etc.− suponen la existencia de normas de distinto rango, de manera que aquella que esté en un peldaño superior de la escala, destruye a la norma inferior. Entonces, cabe preguntarnos ¿Por qué los políticos actúan ignorando la supremacía de la Constitución? Será por “lealtad”, como dijera en su momento el Diputado Agustín Jarquín Anaya, en entrevista que le hiciera el periodista Fabián Medina.  −Prensa, 16-01-010−.

Lealtad a intereses personales, de grupo o partidarios, no así a la institucionalización del poder, cuando se desobedece el mandato constitucional que tienen el Ejecutivo y los Diputados en consulta con las Asociaciones Civiles, para que, mediante el voto favorable del 60% elegir al Procurador y Subprocurador para la Defensa de los Derechos Humanos, cargos actualmente vacantes. 

Desacatos o “absurdos”, como diría el Vicepresidente de la República, que generan absurdos mayores como  el Decreto 10-01-010, en el que se prorroga el cargo de 23 funcionarios públicos. Decreto, considerado inconstitucional hasta por los aliados a nuestro gobierno como es la opinión de la Diputada de la Convergencia y Reconciliación Nacional Miriam Arguello, quién en el programa dominical, “Esta Semana” del periodista Carlos Fernando Chamorro −17-01-010−, citó el Art. 129Cn: “Los poderes legislativos, Ejecutivo, Judicial y Electoral son independientes entre sí y se coordinan armónicamente, subordinados únicamente a los intereses supremos de la nación y a lo establecido en la presente Constitución”.

Otra de las probables causas de esas interpretaciones suigéneris de nuestros políticos, sobre la Constitución Política, es cuando por intereses propios de la coyuntura se le define como un “conjunto de normas jurídicas, recogidas en un documento solemne, que consagran los derechos individuales y la división de poderes, y que para su modificación requieren de un procedimiento más complejo que el utilizado para modificar cualesquiera otra ley, las cuales recurren a ella para efectos de validez”. 

Es decir, que en determinado momento razonan y actúan como formalistas-Positivistas; y en otra coyuntura, lo hacen con visión sociológica, definiéndola en esta ocasión como “la forma de organización del poder político, por tanto un conjunto de decisiones políticas fundamentales que determinan el “ser” de la organización política de nuestra sociedad”. En este sentido, el profesor Blanco Beteta amigo y vecino, argumenta que jurídicamente se podrá considerar un desacierto el Decreto10-01-010, pero que políticamente es lo más acertado, pues, ha obligado a los diputados opositores a trabajar en ese sentido. Son muchas las opiniones entre ellas que se puede tratar de un lapsus o de una mala asesoría jurídica ¿Qué opina Usted al respecto?

NEGAR EL CENTRISMO ES NEGAR EL CENTRO

Según el Diccionario enciclopédico Océano, CENTRISMO es la posición o tendencia política moderada, de izquierda y de derecha o sea que el centrismo, no sólo existe sino que es necesario. Necesidad geométrica de la humanidad en el espacio y en el tiempo; primero, porque  surge −Fráncfort, 1951−  como una respuesta moderada e histórica  a sociedades afectadas por la primera y segunda guerra mundial, así como  por la polarización  ideológica entre las derechas e izquierdas organizadas e impulsadas por los imperios, en ese entonces, emergentes: Estados Unidos de Norteamérica y la extinta Unión Soviética;  segundo, porque sigue siendo la mejor alternativa para las naciones subdesarrolladas, habidas de un Estado Social de Derecho, y que aún se debaten entre derechas e izquierdas ortodoxas - trasnochadas, ya que como tales sólo han visto y  ven en el Estado un botín que ha enriquecido y enriquece a unos pocos y ha empobrecido y sigue empobreciendo a las grandes mayorías de los pueblos de estas naciones.

El centrismo, ahora en un mundo unipolar, debe ser  relevante ya que frente a las pretensiones imperiales lo único que vale es la eficiencia y la eficacia productiva y comercial, no para competir en condiciones de igualdad, sino de dignidad. Pero para ello hay que acercar los intereses de los capitalistas con los intereses de las grandes mayorías empobrecidas o sea, por las experiencias de naciones ahora recuperadas económica y socialmente, se necesita de gobiernos de centro izquierda o en el peor de los casos de centro de derecha, decimos esto último por cuestiones de sensibilidad

En el caso de la Nicaragua pos revolucionaria, con tres gobiernos de derecha consecutivos, la lucha sigue pues la miseria, la pobreza y la injusticia galopean como en la época de los timbucos y  calandracas. Pero como bien nos canta el cubano  Silvio Rodríguez “hicimos la guerra para conquistar la paz” por eso la toma del poder por un gobierno de centro izquierda es cada vez más imprescindible ya que éste país es de todos y la mejor forma de reivindicar a los que murieron por sus ideales sean estos de derecha o izquierda es dándole a los que le sobreviven y a las nuevas generaciones: trabajo con  salarios digno, salud, educación, cultura, recreación y sobre todo seguridad ciudadana expresada en sus libertades y garantías constitucionales.

En conclusión el centrismo está ahí; al igual que las leyes objetivas, sean vistas o no, reconocidas o no;  juega y tiene su propio valor, y en cuanto al ámbito de nuestra realidad social, las luchas y revoluciones sociales a lo largo de la  historia −con un gobierno de centro− adquirirán su verdadera dimensión y que por ahora se manifiestan a través de la capacidad  masiva de discernir políticamente y de poner en primer lugar de las encuestas al candidato de la  izquierda moderada compañero Herty Lewites, militante y fundador del Movimiento Rescate del Sandinismo.

El suscrito o autor de este comentario, en la lucha revolucionaria perdió amigos personales como Manuel Sánchez García,  Norman y Rolando Porras, así como compañeros de combate y además es sobreviviente de dos emboscada una antes del derrocamiento de Somoza, como miembro de la columna Jorge Sinforoso Bravo y posteriormente como el político del batallón 8016, acantonado en Cárdenas, por eso comparte, al igual que el ex embajador de EEUU., Andrew Youg… “Es bueno tener una causa por la cual morir, ya que muy fácilmente se muere por nada”

PARLAMENTARISMO VERSUS PRESIDENCIALISMO

Lic. Abelardo Elías  Bojorge*

“Todo tiempo nuevo es mejor” decía el pensador, político, escritor y revolucionario cubano José Martí. Frase que es retomable para sopesar la conveniencia o no de adoptar un sistema Parlamentario o mejorar el sistema Presidencialista como propugnan ciertos políticos aparentemente huérfanos de partidos “Nicaragua ni ningún otro país de América Latina tiene las madurez política para regirse por un sistema parlamentario” señala uno de estos analistas, mientras  otro en consonancia con esos planteamientos  asegura que para implementar este nuevo sistema político “deben existir condiciones jurídicas estables, partidos políticos estables y una clase media fuerte”…

         ¡Cuánta sabiduría derramada! si de condiciones se tratara Anastasio Somoza aún estuviera en el Poder, pues las tendencias del sandinismo: proletaria y guerra popular prolongada a diferencia de los terceristas consideraban unos meses antes de la derrota del somocismo que las condiciones objetivas  y subjetivas no estaban dadas;  “técnico materiales” diría Carlos Marx, sin embargo la corriente de los tercerista demostró lo contrario con su tesis insurreccional. 

Y es que, si no le damos la espalda al pasado interpretaremos mejor el presente, es decir que debemos analizar nuestra historia presidencialista incluyendo la figura de los Directores Supremos −1823-56− como los antecedentes de esta figura jurídica que desde su inicio se ha caracterizado por ambiciones reeleccionistas e intereses personales o de pequeños grupos oligárquicos como el pacto de 1856 que si bien, facilitó la derrota del invasor William Walker −ex Presidente de Nicaragua−, sirvió también para la distribución de los puestos claves de la administración pública con la permanencia de los Conservadores en la Presidencia desde 1858 hasta 1892, ya que en 1893 un nuevo levantamiento en armas encabezado por el General Zelaya, dio origen a una Junta de Gobierno, la que convocó una Asamblea Nacional Constituyente, procediendo a nombrar a Zelaya Presidente de Nicaragua el 15 de septiembre de 1993, reeligiéndose éste hasta 1909 año en que fue expulsado del Poder por el Gobierno estadounidense en colusión con los Conservadores.
  Nuestra fatídica historia presidencialista nos llevó a la guerra civil de 1912, al Lomazo de 1925, a la guerra constitucionalista y a la guerra por el Decoro  Nacional encabezada por el General de Hombres Libres Augusto C. Sandino.  Culminando este período con el asesinato del General Sandino,  dando origen al régimen oprobioso del somocismo −1936-79− y de aquí a la Revolución con su contrarrevolución-guerra de agresión imperialista, por lo que la figura del Presidente en la persona de Daniel Ortega ostentaba excesivos Poderes Constitucionales.
 Pero ya en 1990 se experimenta, con el Gobierno de la ex Presidenta Violeta Chamorro, una especie de Primer Ministro, el hombre de la caja negra Don. Antonio Lacayo, quien en términos generales funcionó más o menos bien, ya que la Presidencia era más protocolaria que otra cosa. Sin embargo la situación cambio con los dos Presidentes posteriores −Alemán y Bolaños− que bajo la figura de un fuerte liderazgo y la discrecionalidad se caracterizaron por ser gobernantes involucrados en actos de corrupción. 

En resumen los 184 años arriba reseñados, han desbastado nuestra nación, al extremo que hoy nos disputamos con Haití el primer lugar en pobreza y desempleo, nuestros valores cívicos y morales cada día se deterioran más como producto del presidencialismo, entendido este como la deformación o desnaturalización del sistema presidencial, porque una de sus características ha sido la concentración de poderes en detrimento de los otros Poder del Estado degenerando en regímenes dictatoriales o en su caso corruptos. Para frenar este mal proceder, se requiere de una Asamblea fuerte que ejerza una influencia directa sobre la composición del gobierno, por tanto debemos evolucionar hacia un sistema parlamentario, ya que nosotros no tendríamos las dificultades que planteó en su momento la monarquía absoluta de la europeos de antaño; por el contrario hay voluntad manifiesta por gobierno de turno, dizque según sus detractores, en función de un nuevo re pacto, pero eso se solventa en las urnas electorales. 

Se trata pues de una buena oportunidad, “Indudablemente, un sistema parlamentario que funcione bien favorece condiciones de un ejercicio democrático mayor”. Precisamente esto último es lo que nos debe interesar, por tanto la reforma constitucional o constituyente en su caso debe contemplar elecciones uninominales para ser electos Diputados, así como la reducción del número de Parlamentarios.                                                      

AÑO 2008, ¿QUÉ HACER?

Después de décadas, con muchos y desastrosos desaciertos socioeconómicos y políticos que nos han sumido en un mar de incertidumbres, por no decir de frustraciones, me permito hacer las siguientes reflexiones y recomendaciones generales a nuestra ya desgastada y desprestigiada clase política, sin excluir a los “dirigentes” de la sociedad civil, ni mucho menos a nuestros “guías” espirituales:

Primero: Debemos aprender a respetar las leyes, tanto naturales como jurídicas. Es decir, que por una parte debemos buscar el desarrollo económico y social en armonía con los diferentes agentes económicos, el Estado y la naturaleza; y por otra, regular estas relaciones para que sean verdaderamente armónicas, mediante normas con poder legítimo, vigentes y que sean compatibles con todo el sistema jurídico, pues, como bien señala Hans Kelsen, “el problema de la justicia es un problema puramente ético, mientras que el problema jurídico se reduce a la validez de las normas”.

Segundo: Es imprescindible rescatar o implementar valores éticos y morales, mismos que se deben expresar mediante el reconocimiento del valor de los demás y la preocupación por ellos, independientemente de su nacionalidad, credo político, raza, sexo, idioma, religión, opinión, origen, posición económica o condición social. Se trata, pues, de aplicar la regla de plata: “No hagas a los demás lo que no quieres que te hagan a ti”.

Tercero: El pasado debe servirnos para el análisis retrospectivo, y no para recriminarnos errores, peor si los utilizamos como estrategia política, ya que, “en una batalla política 
−como dice el doctor Fidel Castro Ruz− no se puede perder la moral acudiendo a disfraces y mentiras”. Además, debemos estar conscientes, como metafóricamente señala Heráclito, de que “no podemos bañarnos dos veces en el mismo río porque sus aguas fluyen constantemente y el río deja de ser el mismo que era antes”.

Cuarto: Debemos ser críticos, por ser ésta una de las herramientas esenciales para dinamizar a nuestra sociedad, pero ésta debe tener el espíritu constructivo y bajo ningún punto de vista absolutista, o sea, que debemos respetar el criterio u opinión de los demás, ya que “la verdad de la cosa conocida es relativa al sujeto que la conoce”. Este relativismo subjetivista lo expresó perfectamente Protagoras. Además, debemos estar claro que la sana crítica no es sinónimo de enemistad, es todo lo contrario, sobre todo cuando se trata de buscar la verdad, tal y como lo planteara Aristóteles cuando en su momento no estuvo de acuerdo con su maestro y amigo, “siendo Platón y la verdad igual de amigos míos, siento el imperioso deber de colocar a la verdad por delante”.

Quinto: Otra recomendación o aspecto imprescindible, para 2008, debe ser la educación de nuestro pueblo, ajustada a nuestra realidad y necesidad. La primaria debe estar en consonancia con la segundaria, y ésta con la educación técnica y superior, haciendo énfasis en la técnica. Es necesario liberar a nuestro pueblo de la ignorancia, hay que crecer como pueblo y como nación. Se trata de la “salida del hombre de una minoría de edad debida a él mismo”, decía Kant, al referirse al oscurantismo de la época medieval, de la cual nosotros, parece que no hemos podido salir.

Sexto: Una de las causas, de todo lo arriba señalado, es la falta de educación teórico-práctica de nuestra clase política, que le dé sustento a sus respectivas ideologías. Por tanto, cada partido, incluyendo a la sociedad civil, debe formar sus escuelas de cuadro a fin de que sepan distinguir en qué etapa del desarrollo social y económico nos encontramos, y no se apliquen así concepciones político-ideológicas que nada tienen que ver con nuestra realidad. Esto les permitirá conocer y aplicar los factores subjetivos y objetivos que inciden en los acontecimientos, en el curso probable de nuestra historia o evolución a formas más complejas, como sería nuestra industrialización: Una burguesía económicamente fuerte y una clase obrera calificada y/o una sociedad civil “surgida −como nos dice Antonio Gramsci− de las tramas de relaciones gremiales: sindicatos, partidos, iglesias, prensa, educación, etc., tomando por divisa la difusión constante de sus propios valores, sus propias creencias, sus propios ideales y hasta sus propios consensos sobre las actividades que debiera desarrollar el gobierno”. Estaríamos, pues --en un futuro que espero no sea tan lejano-- ante un sindicalismo gremial, no partidario, y a ante representantes de la sociedad civil salidos de los barrios y no de reuniones celebradas en hoteles cinco estrellas.

Séptimo: Debemos practicar un cristianismo −en el caso de los creyentes− no sumisos, no domesticador, no de los débiles y fracasados, como criticara el filósofo alemán Friedrich Nietzsche, sino un cristianismo vigoroso, deseoso de justicia y de equidad, y de ser preciso, rebelde contra un orden impuesto que no satisfaga las necesidades de la mayoría. Un cristianismo que nos ayude a dar respuestas terrenales a los problemas terrenales, como bien nos indicara 238 años antes de Cristo el filósofo chino Siun Tse, “el cielo no posee conciencia y es parte de la naturaleza, en la que se incluye el sol, la luna, los astros, las estaciones del año, la luz, las tinieblas, el viento y la lluvia, y que la sucesión de fenómenos celestes discurren según determinadas leyes naturales, de modo que el destino de los hombres no puede ser regido por una insistente voluntad del cielo”.

Octavo: Se debe fortalecer a la familia como institución social y como fuente de afecto y apoyo emocional, bajo la premisa de que es la célula fundamental de la sociedad, y como tal, responsable de la socialización de los hijos, sin menoscabo del papel que en este sentido juegan o deben jugar los medios de comunicación masivos y el Estado. Conscientes que esta última institución lo que nos trasmite no es más que los “intereses de los gobernante, a través de los aparatos ideológicos del Estado” −Luis Althusser−.

Noveno: Se debe concertar un diálogo nacional, pero previamente los sectores de la izquierda y de la derecha deben reunirse cada quien por su lado, a fin de buscar consenso político-ideológico, como una muestra de madurez política. Situación que le dará mayor seriedad al diálogo nacional y probablemente la eficacia y eficiencia que desea todo el pueblo nicaragüense.
Décimo: Finalmente, queremos decirle a nuestra clase política y a la sociedad civil en su conjunto, que la política cuando se practica como ciencia y como arte, es plena, produce satisfacción y seguridad a sus seguidores. Es en este contexto que Aristóteles al referirse al hombre en sentido genérico, dijo que éste “sólo puede realizarse plenamente en el interior de una comunidad política”. Definiéndolo como un animal político-.

DIÁLOGO NACIONAL EN  BASE AL ESTADO SOCIAL DE DERECHO

La realización de un eminente y necesario Diálogo Nacional entre el gobierno del Presidente Daniel Ortega Saavedra y todos los sectores representativos de la vida nacional, tiene que ser  con el propósito de promover, implementar y fortalecer el Estado Social de Derecho. Por consiguiente, todo acuerdo y resolución emanada de dicho diálogo debe ser en el marco del sistema jurídico vigente, con estricto apego a la jerarquía y al espíritu de la ley; y en su caso, ante acuerdos y resoluciones que vayan más allá del derecho positivo o vigente, estás deberán implementarse con posterioridad a la aprobación de la ley que debe normarlos. En otras palabras, se debe poner un alto a la reincidente violación a la Constitución Política y a las leyes en general, pues, ninguna norma inferior puede ir en contra de una norma superior; ni persona alguna obligada a hacer lo que la ley no mande, ni impedida de hacer lo que ella no prohíbe. 

Por consiguiente ninguna crisis debe ser resuelta acosta de la institucionalidad, ya sea encubriendo el carácter jurídico de un derecho o de un hecho bajo la apariencia de otro, o mediante una ley ordinaria o decreto modificar la constitución  en clara violación a los artículos constitucionales 130 y 183, mismos que establecen “ningún cargo concede a quien lo ejerce, más funciones que las que le confieren la constitución y las leyes”… “ningún poder del Estado, organismo de gobierno o funcionario tendrá otra autoridad, facultad o jurisdicción que las que le confiere la Constitución Política y las leyes de la República”. En tal sentido, por el bien común, por el predominio popular en el Estado, el gobierno del pueblo por el pueblo, es decir por la democracia, el Presidente de la República y todos los sectores representativos de la vida nacional al negociar deben: analizar, discutir y resolver cada tema bajo la óptica de la Constitución y de las  leyes de la materia, y en su defecto legislar en función de ajustar la realidad a la norma.

Así por ejemplo, el problema generado por los comicios municipales del nueve de noviembre debe ser analizado, discutido y resuelto de conformidad con la ley Electoral en cada una de sus etapas del proceso o en su caso la debida revisión de actas; la participación ciudadana sea cual sea la organización o afiliación político-ideológica por la ley 475, ley de Participación Ciudadana y por el Decreto No. 114-2007 Creación de los Consejos y Gabinetes del Poder Ciudadano; el conflicto de la propiedad por la ley 278 y demás leyes al respecto; sobre los derechos políticos, libertades públicas y libertad de expresión por la Constitución y Declaración de los Derechos Humanos de las cual somos firmantes. Así mismo en función de recuperar el apoyo de los países donantes y de la cuenta reto del milenio se debe analizar y discutir si dichos protocolos son o no violatorios a nuestra soberanía, lo que podría llevar a un profundo análisis del concepto soberanía y de nuestra política exterior, etc. 

En febrero del año pasado El General Humberto Ortega Saavedra, llamó a todas las fuerzas vivas de la nación, en nombre de dos grandes patriotas: el mártir de las libertades públicas Pedro Joaquín Chamorro Cardenal y el guerrillero heroico Camilo Antonio Ortega Saavedra, a una necesaria concertación nacional. Llamado que ahora se hace más necesario, pues la crisis se ha profundizado no sólo en el plano nacional, sino que internacionalmente. En ese mismo período y en este mismo Diario el suscrito escribía en respaldo al llamado del General Ortega “Digamos sí a la Concertación”, enfatizando en dicho escrito, como ahora, que el Dialogo en mención, no sólo debe generar cambios positivos en la  forma de hacer política, sino también en la sociedad en su conjunto en especial en las grandes mayorías empobrecidas deseosas de justicia y de equidad. Decía un comentarista deportivo en un programa dominical “que la República de Panamá está por inaugurar 21 hoteles y que nosotros por estar peleando no inauguramos ni cuarterías” ¡cuánta razón! 

Por tales razones reafirmamos, como en aquella ocasión, que los medios de comunicación escritos, televisivos y radiales están llamados a actuar con mayor responsabilidad, con profesionalismo afín de coadyuvar a una verdadera reconciliación nacional, y con ello al fomento de la participación ciudadana llamase consejo del poder ciudadano, movimiento comunal, consejo de desarrollo regionales, departamentales y/o comité de desarrollo municipales, organizaciones gremiales, religiosas en función de salvar a Nicaragua de la crisis socio-económica y política. Crisis de la somos responsables todos, unos en mayor grado que otros. Estado Social de Derecho es, pues sinónimo de democracia: gobernabilidad, equidad, igualdad de oportunidades, libertad y justicia.

ASESORES O CONSEJEROS

Lic. Abelardo Elías Bojorge*

Desde los tiempos primitivos hasta nuestros días los jefes de tribus o de clanes, de  Estados ciudades, de feudos y de Estados Naciones sean estos últimos unitarios o federados, capitalistas, socialistas o de izquierda han requerido y requieren, para bien o para mal, de consejeros o asesores: Sacerdotes o chamanes, consejos de ancianos, politólogos, jurisconsultos, economistas, científicos, etc., todos ellos en el disfrute del poder al cual sirvieron y sirven, por lo que en la mayoría de los casos hizo y sigue haciendo −salvo donde impera el Estado Social de Derecho− que dichas asesorías no hayan sido tan acertadas para los gobernados. Pues, la historia es testigo de los errores y pocos aciertos de los gobernantes por malas asesorías ya sean estas de buena fe o por dolo. Estas situaciones se han visto empeoradas por tres razones esenciales, la primera: cuando estos  asesores en vez de influir en la rectificación de los errores los  justifican de manera servil e irracional;  la segunda: cuando los gobernantes defienden o apañan a estos malos, y bien remunerados, asesores; y la tercera cuando son nombrados por amiguismo o afiliación partidaria sin tomar en cuenta capacidades, vocación de servicio ni honradez.

Esta tesis, arriba señalada, debe ser de mucha utilidad al  gobierno del Presidente Daniel Ortega y a una oposición propositiva que  como tales lo primero que tiene que hacer es promover, fortalecer y desarrollar el Estado Social de Derecho, que no es más que la subordinación o limitación del poder público y las actividades privadas a la ley, y dentro de ese marco jurídico corregir las contradicciones económicas, políticas y sociales de nuestra sociedad. En otras palabras se debe ser intransigente en la aplicación de los preceptos constitucional que dicen… “Ningún cargo concede a quien lo ejerce, más funciones que las que le confieren la constitución y las leyes”… “Ningún poder del Estado, organismo de gobierno o funcionario tendrá otra autoridad, facultad o jurisdicción que las que le confiere la Constitución política y las leyes de la República”. Artos. 130 y 183Cn.

Es voz Populis, que la mayoría de los nicaragüenses, por no decir todos −ya que esto podría molestar a Eduardo Enríquez de la Prensa S.A., y/o a Joel Gutiérrez del Canal 2−, queremos que se haga un buen gobierno por diversas razones: unos porque están cansados de tanta pobreza, desempleo y corrupción, otros para garantizar sus inversiones o seguir invirtiendo y los que estamos interesados en el desarrollo de una democracia integral, representativa y participativa de conformidad con la Constitución y la ley 475, ley de Participación Ciudadana. Esa mayoría a las que nos referimos ha aplaudido los aciertos y denunciado los desaciertos del nuevo gobierno entre los primeros están: relaciones con todos los gobiernos posibles en el marco del respeto mutuo y de la libre determinación de los pueblos; las garantía ofrecidas a los inversionistas nacionales y extranjeros; la reducción y eliminación de los mega salarios en el Poder Ejecutivo, así como el ante proyecto de ley que se espera sea apoyado por todas las fuerzas políticas representadas en la Asamblea Nacional, afín de  reducir los mega salarios en los otros Poderes del Estado. Y entre los segundos tenemos: caso Olof Palme, el logotipo de gobierno y la creación de nuevos consejos de participación ciudadana, cuando lo que hay que hacer es fortalecer  la aplicación de la ley 475. En el caso de la ley marco esa mayoría considera culpables a todas las fuerzas políticas involucradas.

Estos aciertos y desaciertos, nos hacen presumir que el gobierno del Presidente Ortega tiene buenos y malos asesores, sin embargo es loable, y esto hace la diferencia con la tesis inicial, de que este gobierno −Presidente y asesores− tienen capacidad de rectificar como fue el caso referido al Ejército y a la Policía Nacional en la reforma a la ley 290, lo que fue aplaudido por moros y cristianos, quedando demostrado que lo “cortés no quita lo valiente”, y que el pueblo −excluido los don me opongo− ha adquirido la suficiente madurez para valorar los aciertos y desaciertos del Presidente y sus asesores. Estos últimos deben procurar no desgastar al Presidente y a su gobierno con sugerencias impertinentes ni mucho menos ponerlo al margen de la ley. En este sentido les decimos, primero piensen y después actúen. Hay que ser estudiosos de las leyes por el bien de Nicaragua.

CRISIS Y SOLUCIÓN: EFECTOS DEL CONFLICTO SOCIAL

Cuando tenemos el privilegio de leer e interpretar artículos de opinión como el “Fracaso de los Sistemas” de Gioconda Belli −ND-11-12-08−, se nos viene a la mente la siguiente interrogante: ¿Por qué las universidades estatales y privadas no incorporan en el pensum académico el estudio del marxismo como tal? Pues, desde mi punto de vista, resulta inaudito que profesionales y políticos, ya no digamos los estudiantes universitarios de las diferentes carreras o profesiones, ignoren la importancia y aplicación de las leyes de la dialéctica en nuestra vida diaria, así como el materialismo histórico y la teoría del conflicto entre otras tesis no menos importantes.

Por ejemplo desde nuestra independencia del Reino de España, hemos vivido en un permanente conflicto social como fenómeno genérico; y es a partir del dominio de la teoría del conflicto −décadas de los 70 y 80− que este fenómeno comienza a ser visto como una relación social con funciones positivas para los intereses de un determinado partido político-militar, que en la clandestinidad se inspiró en los trabajos de Karl Marx, quien vio en la lucha de clases la clave de la historia humana y principal fuente de cambio. Pero que en la actualidad, en su retorno al Poder esta fuerza política, analiza y controla otros tipos de conflictos, convencidos que en sociedades como la nuestra la lucha de clase es ficticia, al no existir una burguesía desarrollada ni mucho menos una clase obrera organizada y preparada; por consiguiente la estructura y organización del conflicto social es entre gobierno y oposición o mejor dicho entre cúpulas partidarias incluyendo a la sociedad civil y medios de comunicación, entre empresarios y consumidores o usuarios, entre jóvenes y adultos, hombres y mujeres, diversos grupos raciales y étnicos, etc.

Partimos en nuestro análisis que el conflicto es inherente al ser humano, a los grupos sociales. Nadie se escapa del conflicto. La diferencia está en quién domina la técnica para el control del conflicto por ejemplo la cúpula del partido de gobierno superó dos disidencias producto de conflictos internos, sin embargo mediante su poder político, social y económico, lejos de debilitarse ha mantenido y aumentado su influencia sobre los sectores subalternos, llámese militancia o simpatizantes. En cambios los partidos Conservador y Resistencia se encuentran dispersos y totalmente debilitados, los liberales han demostrado ser demasiado vulnerable a las disidencias, por ello se han tenido que unir nuevamente. Pero ahora, por la coyuntura o conflicto social macro, están unidos a elementos que también dominan el arte del control del conflicto: Sandinistas disidentes del FSLN.

Esto último hace más interesante la lucha política, pues conflicto y estrategia se nutren mutuamente, uno evoluciona por efecto de la evolución del otro. En este sentido no es casualidad que los escritos u opiniones de los sandinistas disidentes en las páginas de los diarios más influyentes, sean más impactantes en la opinión pública que cualquier otro tipo de militancia partidaria, como diría Herty Lewite “zorros de mismo piñal”. Con esto no queremos decir que las otras agrupaciones políticas sean incapaces o torpes, sino que frente al conflicto se han visto hasta ahora desenchufados, pierden el enfoque, sin poder actuar con ventaja sobre el conflicto, a pesar de la supuesta mayoría parlamentaria, que le permita anticiparse a su desarrollo y a sus consecuencias negativas, o en su caso manejar mejor el conflicto que sus adversarios. Por tal razón el FSLN se da el lujo de coaccionar al resto de la población, tomándose las calles, es decir el control del conflicto le  permite gobernar sin el consenso general.

En conclusión si el conflicto social es una constante histórico-sociológica, que puede llevarnos por una parte, frente a posiciones intransigentes, a terminar en tragedia como la guerra contra Somoza o la guerra contrarrevolucionaria; y por otra a la definición y solución de problemas como el planteado con los resultados de las elecciones municipales, mediante, lo que los teóricos de esta teoría han dado en llamar, juegos mixtos −cooperación y conflicto− abriendo el espacio a la negociación, ya que la forma de abordar el conflicto es lo que constituye la ventaja y la oportunidad, por tanto hay que buscarlas, pues, tras todo conflicto existe una oportunidad.

EL CONFLICTO HISTÓRICO DE LA PROPIEDAD URBANA Y RURAL, HA SIDO CAUSA Y EFECTO DE LA INESTABILIDAD POLÍTICA NICARAGÜENSE

Entre 1823 y 1854, Nicaragua fue asolada por seis guerras civiles y varias asonadas, lo que no sólo implicó la pérdida de vidas humanas, sino también el despojo de propiedades, los ganadores de turno expropiaban y confiscaban a los vencidos. Para este período, el Estado era el poseedor legal de la mayoría de las tierras, pues sólo unos pocos habitantes, la iglesia Católica y algunas comunidades indígenas poseían títulos de propiedad, y a pesar de ello la legislación sobre la tierra entre 1820 y 1850, pretendió convertir las tierras realengas de las comunidades indígenas, y las posesiones de los campesinos ladinos que no estaban debidamente legalizadas en tierras nacionales o ejidales.

Ambiciones que se materializaron, en gran medida, durante las décadas de 1850 y 1860 como producto del pacto ínter-oligárquico, promoviéndose la privatización de las tierras nacionales, para luego comenzar el asecho sobre las tierras indígenas, al estar totalmente desprotegidas por la constitución política de 1858, aunque paradójicamente ésta, enfatizaba sobre la “inviolabilidad de la propiedad”; pero dicha legislación estaba en caminada a restringir el acceso a la tierras a los más pobres, porque cuando estos  pretendían obtener un título de propiedad sobre tierras ejidales que ellos habían ocupado y cultivado durante décadas, se encontraban que los procedimientos legales eran muy complejos y costosos. En 1877 durante el gobierno de Pedro Joaquín Chamorro Alfaro, se decretó “que las tierras ejidales y comunales, que habían sido rentadas o cercadas por más de un año debían ser vendidas a los rentistas u ocupantes, a precios desde dos hasta cinco pesos por manzana”; y en marzo de 1881 el Congreso Nacional decretó que el “50% de las tierras comunales tendrían que ser distribuidas entre los miembros de las comunidades, y el resto debería ser vendidas”… 

Con el ascenso del general José Santos Zelaya al poder político en 1893, se alentó la apropiación privada de las tierras de las comunidades indígenas, recurriendo para ello a la ley de 1881. Según el historiador Jeffrey Gould, en 1908 “los cafetaleros se apropiaron de unos 50 mil acres de tierras indígenas en Matagalpa”… Con la caída de Zelaya, vinieron una serie de acontecimientos políticos −que desembocaron en la guerra Civil de 1912, y  en el primer desembarco de tropas norteamericanas−, provocando  la perdidas de propiedades de pequeños productores al ser reclutados por uno u otro bando. Beneficiando así a los terratenientes cafetaleros, ejemplo de ello es que en Nueva Segovia, el área cultivada ascendió de 2 mil manzanas en 1917 a 5 mil en 1932; al mismo tiempo en la Costa Atlántica, las subsidiarias Bragman’s Bluff Lumber Co., y la Cuyamel Fruit Company, recibieron concesiones de los gobiernos títeres de 50 mil y 200 mil acres respectivamente. Dentro de este contexto surgió el liderazgo del General Augusto C. Sandino, quien entre sus primeras acciones −además de combatir la segunda intervención militar yankee− fue la de afectar las propiedades de los conservadores en los territorios bajo su dominio militar.

Posteriormente, con la dictadura Somocista, Nicaragua pasa del cultivo del café al desarrollo de la ganadería a gran escala, y  al cultivo del algodón. Desarrollo que requirió de nuevos despojos de tierras, esta vez incluyendo a inversionistas de origen alemán, quienes a raíz de la segunda guerra mundial fueron confiscados. Esta nueva expansión se expresó así: en 1950 se cultivaron 21 mil 316 manzanas; en 1955 se incrementó a 123 mil 616 manzanas; en 1963 superó las 259 mil manzanas de algodón. En cuanto a la ganadería de 1960 a 1979 el área dedicada al pastoreo ascendió a los 5 millones de manzanas. Los desplazados emigraron unos a la frontera agrícola, otros se quedaron como peones de las haciendas y una buena parte se insertó en la vida urbana engrosando el ejército de los desempleados. En 1963, el gobierno somocista decretó la Ley de Reforma Agraria, y  creó  el Instituto Agrario Nicaragüense, beneficiando con parcelas individuales a más de mil familias en el pacífico; pero su gran proyecto fue la ampliación de la frontera agrícola donde se entregó títulos de dominio a más de 12 mil familias que habían emigrado como producto de los desalojos, y al mismo tiempo programó nuevas migraciones para lo que fue el Proyecto Rigoberto Cabezas donde organizó 63 colonias para 3 mil familias. Todo como complemento del Proyecto  “Piñata”, complejo de fincas de 500 manzanas cada una, destinadas a los funcionarios y militares de alto rango allegados a la familia Somoza. 

El 20 de julio de 1979, a un día del derrocamiento del régimen somocista, el gobierno revolucionario mediante el Decretó Nº 3, procedió a la confiscación de todos los bienes de la familia Somoza, militares y funcionarios que hubiesen abandonado el país a partir de diciembre de 1977; posteriormente mediante los respectivos decretos se intervinieron repartos ilegales en las áreas urbanas y sub-urbanas en todo el país; se expropiaron tierras intervenidas por razones de Reforma Agraria a propietarios no sujetos a confiscación; propiedades en abandono y predios baldíos, sujetos a revisión; el 19 de julio de 1981, se promulgo la Ley de Reforma Agraria, mediante la cual se declararon afecta a la Reforma Agraria las propiedades ociosas o deficientemente explotadas en manos de personas naturales o jurídicas o que no estuviesen siendo trabajadas directamente por sus dueños. 

Con triunfo electoral de la oposición, los posteriores gobiernos adversos al Frente Sandinista, como era de esperarse procedieron a la revisión y devolución de las expropiaciones y confiscaciones, para tales fines se crearon la Oficina de Ordenamiento Territorial, la Comisión Nacional de Revisión, la Oficina de Cuantificación de Indemnizaciones, solvencias de ordenamiento territorial; y en los casos de aquellas propiedades que por diferentes razones no pudieron ser devueltas a sus dueños, pasaron hacer deuda interna conforme al Sistema de Compensación por medio de Bonos, convertidos en Títulos Valores, según la ley 180. 

Todo esto más las privatizaciones no transparentes de los servicios públicos y otras empresas del Estado, la falta de crédito a los beneficiarios, la especulación con lotes urbanos y suburbanos que generó la compraventas de estos por debajo de su verdadero valor, las dobles indemnizaciones o indemnizaciones fraudulentas, y el incumplimiento de titulaciones sigue generando nuevos conflictos como los de Tola, el Timal, Nueva Guinea, Barceló Montelimar o las tomas de tierras en Chinandega, Managua, etc. Lamentablemente, las ambiciones siguen latentes y son más fueres que las voluntades que desean resolver de una vez por toda este conflicto, mediante un Estado Social de derecho. “No somos aves para vivir del aire, no somos peces para vivir del agua, somos hombres para vivir de la tierra”, Bernardino Díaz Ochoa.

DIGAMOS SÍ A LA CONCERTACIÓN

El General Humberto Ortega Saavedra, llama a todas las fuerzas vivas de la nación, en nombre de dos grandes patriotas: el mártir de las libertades públicas Pedro Joaquín Chamorro Cardenal y el guerrillero heroico Camilo Antonio Ortega Saavedra, a una necesaria concertación nacional a fin de que juntos salvemos a Nicaragua de la crisis socio-económica y política en que se encuentra  como producto de los desaciertos de nuestra desgatada y hasta cierto punto desprestigiada clase política. Sin excluir de estos desaciertos a los dirigentes de la sociedad civil _entiéndase empresarios, organismos no gubernamentales, sindicatos, asociaciones, etc._,  ni mucho menos a nuestros guías espirituales. En otras palabras, tratando de interpretar al General Ortega, los responsables de nuestra crisis somos todos y todos debemos concertarnos para salir a flote.

De los resultados de dicho dialogo nacional, los  beneficiados debemos ser todos, pero en especial los más empobrecidos, los desempleados, los hambrientos de alimentos, salud y educación. Pues, la concertación debe estar encaminada a generar confianza en los inversionistas nacionales y extranjeros es decir que por una parte debemos buscar el desarrollo económico y social en armonía, mediante normas con poder legitimo, vigentes y que sean compatibles con todo el sistema jurídico, pues, como bien señala el jurisconsulto Hans Kelsen “el problema de la justicia es un problema puramente ético, mientras que el problema jurídico se reduce a la validez de las normas”; por otra parte, debe servirnos para alcanzar la gobernabilidad y el fortalecimiento de la democracia a través del análisis retrospectivo, coyuntural y prospectivo, sin recriminación de errores ni mucho menos  como estrategia política partidaria, sino de nación. 

No se trata de dejar de ser críticos, por ser ésta una de las herramientas esenciales para dinamizar a nuestra sociedad, pero ésta debe tener el espíritu constructivo y bajo ningún punto de vista absolutista o sea que debemos respetar los criterios u opiniones de los demás, ya que la verdad de la cosa conocida es relativa al sujeto que la conoce. Además debemos estar claro que la sana critica no es sinónimo de enemistad, es todo lo contrario sobre todo cuando se trata de buscar lo mejor para nuestro pueblo, y entre esta mejoría _ siempre tratando de interpretar al General Ortega _, es tener una clase política que se reivindique mediante el auto estudio o creando sus escuelas de cuadro a fin de que sepan distinguir en que etapa del desarrollo social y económico nos encontramos, y no se apliquen así concepciones político-ideológicas que nada tienen que ver con nuestra realidad ni mucho menos que vean en el Estado un botín.

Pero la concertación,  no sólo debe generara cambios positivos en la  clase política, sino también en sociedad civil en su conjunto tomando por divisa la difusión constante de sus propios valores, sus propias creencias, sus propios ideales y hasta sus propios consensos sobre las actividades que debiera desarrollar el gobierno. En este sentido los medios de comunicación de masa están llamados a actuar con mayor responsabilidad, con un profesionalismo que coadyuve con una verdadera reconciliación social, al fomento de la participación ciudadana llamase consejo del poder ciudadano, movimiento comunal, consejo de desarrollo regionales, departamentales y/o comité de desarrollo municipales, organizaciones gremiales, religiosas con respecto a estos últimos los lideres religiosos que asistan a la concertación deben tratar de interpretar a sus fieles que claman por un cristianismo vigoroso, deseoso de justicia y de equidad.

Soy como queda demostrado en el presente escrito partidario de la concertación que propone el General Humberto Ortega Saavedra, pero además considero que previo a dicha concertación los sectores de la izquierda y de la derecha deben reunirse cada quién por su lado, a fin de buscar consenso político-ideológico, como una muestra de madures política. Situación que le dará mayor seriedad al dialogo nacional y probablemente la eficacia y eficiencia  que desea todo el pueblo nicaragüense.

Jurídicos
DELITO CONTRA EL MEDIO AMBIENTE Y LOS RECURSOS NATURALES

El delito contra el Medio Ambiente y los Recursos Naturales es el tipo, la norma jurídico-penal que permite en base a los principios de intervención mínima o subsidiariedad y de lesividad la prevención, protección, conservación, mejoramiento y restauración del medio ambiente y los recursos naturales ─ renovables y no renovables ─, asegurando su uso racional y sostenible.  Constituyendo, el supuesto de hecho de la conducta que origina el deterioro del medio ambiente y de los recursos naturales; así como la consecuencia jurídica, o sea las penas o medidas de seguridad, sin perjuicio de acciones y sanciones en materia administrativa y civil.
La competencia sobre el ambiente y los recursos naturales la ejerce el Derecho Administrativo, por consiguiente el “Derecho Penal es auxiliar de las prevenciones administrativas, que por sí solo carecen de aptitudes para ser un arma eficaz frente a las conductas de efectos negativos. Lo que significa,  como bien nos lo señala el jurista COLUMBUS MURAT, que “solo deben aplicarse sanciones penales en aquellos casos en los cuales, o bien no es suficiente la tutela que puede ofrecer otro sector del ordenamiento jurídico, o bien porque la gravedad del hecho cometido denuncia como inoperantes otras medidas que no sean las penales”. Esta tesis, no significa que el Derecho penal sea secundario del Derecho ambiental y del Derecho de los recursos naturales, sino más bien el primario, por su “papel de protección, y accesorio en cuanto a su función tutelar que solo puede realizarse apoyando las normativas administrativas que de modo principal y directo, regulan y amparan el medio ambiente y los recursos naturales". El delito ambiental, es pues, el "Hecho antijurídico, previsto por el derecho positivo, lesivo del derecho al ambiente” donde el equilibrio ecológico y la calidad de vida son el bien jurídico protegido penalmente.

En el Análisis del Bien jurídico protegido penalmente, debemos tomar en cuenta la característica del mismo, pues tiene tras de sí, la protección y regulación de leyes administrativas, civiles y penales, por una parte, y por otra el dilema de si se trata de un bien jurídico colectivo, difuso y/o individual. En este sentido para una mejor comprensión, veamos los que nos dice JAMES REÁTEGUI SÁNCHEZ, abogado y Auxiliar Docente en Derecho Penal en la Universidad de Buenos Aires ─ UBA ─, con respecto a estos bienes… “Si bien todos los bienes jurídicos poseen la misma importancia y jerarquía, habrá que advertir que tienen en su seno diferentes matices de regulación, y esto puede verse reflejado en el sistema de coerción ejercido por el Estado”.

Éste autor tiene razón con respecto a los matices, pues debemos partir de la tesis que… “al concepto de bien jurídico se le confiere una importancia sistemática fundamental, no sólo en la ciencia del Derecho penal, sino además en el plano de la teoría general del Derecho”. Por ejemplo “en el ámbito de la responsabilidad civil se necesitará la infracción del supuesto de hecho contenido en normas jurídica, para lo cual acarreará la imposición de una consecuencia jurídica ─ sanción pecuniaria o la debida indemnización ─, de acuerdo a lo previsto en la legislación civil”. Comentarios semejantes podemos hacer con respecto al Derecho Administrativo, del cual sus “normas se relacionan con el Derecho Público, es decir, aquellos intereses estatales o institucionales, que escapan a la libre disposición de los sujetos”, y que por tanto no hay aplicación de una pena, sino aquella sanciones contempladas en la ley de la materia administrativa, como puede ser una multa o la suspensión de una concesión, etc. 

Lo planteado, hasta aquí, significa en palabras sencillas, que “la protección de bienes jurídicos no significa imperiosamente la tutela a través del recurso de la pena criminal, puesto que una cosa son los bienes jurídicamente protegidos y otra cosa son los bienes jurídico-penalmente protegidos. Es decir que el derecho a penar ─jus puniendi─ del Estado “sólo se legitima cuando salvaguarda intereses o condiciones que reúnan dos notas: en primer lugar, la generalidad, pues, deben ser bienes jurídico-penales que interesen a la mayoría de la sociedad; en segundo lugar, la relevancia, ya que  la intervención penal sólo se justifica para tutelar bienes esenciales para la sociedad.

El otro gran tema de esta interesante controversia, es el referido a los bienes jurídicos colectivos, debido a una cierta resistencia a aceptar la modernización del Derecho penal,  “considerando que éstos infringen principios del Derecho penal liberal ─ legalidad, causalidad, culpabilidad y lesividad”─. Contrario a este planteamiento es la afirmación de que “la características del Derecho penal moderno, es precisamente la aparición de bienes jurídicos colectivos, como consecuencia del intervencionismo estatal, pues se debe atender nuevas necesidades y condiciones para que los intereses individuales ─ la libertad individual, la salud, etc. ─ puedan tener vigencia real y efectiva”. 

En este sentido compartimos con REÁTEGUI SÁNCHEZ, que uno de los puntos centrales más importante de la crítica respecto a la teoría actual del bien jurídico, lo constituyen las nuevas formas de protección de carácter masivo y universal, como son el medio ambiente y los recursos naturales.  En este campo “la doctrina ha hecho la distinción, entre bienes jurídicos de naturaleza individual y bienes jurídicos de naturaleza colectiva”. Por ejemplo, “la orientación individualista pregona que los valores de la colectividad, están al servicio de los valores de la personalidad; y los  supraindividualista, por el contrario, consideran que los valores colectivos supeditan cualquier otro valor”.

Se presenta, pues, como nos dice RICARDO LORENZETTI ─ Jurista español ─ “un problema descodificante porque impacta sobre el orden existente, planteando uno distinto, sujeto a sus propias necesidades”. “Abarcando lo público y lo privado, lo penal y lo civil, lo administrativo y lo procesal, sin excluir a nadie, con la condición de que adopten nuevas características.  Por ejemplo en lo penal, los conflictos entre personas que disputan bienes individuales son los que las leyes y los jueces resuelven habitualmente. Por eso surge aquí lo novedoso: la naturaleza, aparece ahora como lo conflictivo. 

Conflictividad que aparece en un nuevo escenario, en el que “lo individual no tiene primacía y no rige la reciprocidad, ya que es un conflicto donde se afecta a un bien común. En estos casos los derechos subjetivos deben ser interpretados de modo tal que no conspiren contra el deterioro de tales bienes. De ahí que en la relación entre derecho de propiedad y medio ambiente, deba reconocerse una “función ambiental de la propiedad” en virtud de que la multiplicidad de derechos individuales de los propietarios deben coordinarse de manera tal que se orienten en la preservación del bien colectivo. Esto no significa, que los conflictos ambientales no puedan plantearse en la esfera privada, ya que en la vida cotidiana se dan  conflictos entre vecinos, o por los daños sufridos por los individuos como consecuencia de la lesión al ambiente. Pero, el campo típico de los conflictos ambientales se desenvuelve en la esfera social, por ser el sujeto  la naturaleza, que es al mismo tiempo el bien colectivo, definido en situación de peligro, por lo que está dispuesto a limitar los derechos individuales.

Desde nuestro punto de vista, esta discusión se resuelve ajustando la norma con la realidad, o como bien lo señalara SAVIGNY, ─ en el contexto de una polémica sobre el Código Civil Alemán, pero que también cabe en este caso ─ el “derecho es sustancialmente un producto histórico y una obra del espíritu del pueblo y no un producto de laboratorio”. O sea que la institución jurídica que aquí analizamos es producto de una necesidad histórico socio-económica y su existencia jurídica se debe limitar a “considerar una ordenación de los delitos en vista a los bienes jurídicos, no sobre la base de una atomización de la sociedad, sino del todo que implica un sistema”, como nos lo recomienda el profesor chileno BUSTOS RAMÍREZ.

EL TÍTULO SUPLETORIO

Apropósito de la nueva Ley General de Registro Público, actualmente en discusión en el Plenario de la Asamblea Nacional, hemos querido aportar sobre lo que concierne a la titulación supletoria. Figura jurídica que, procesalmente, tiene carácter administrativo. En este sentido el interesado o solicitante es tutelado, en la pretensión de un derecho material privado, por varias instituciones administrativas del Estado, en estricta división de funciones, a saber: el poder judicial, en el marco de la jurisdicción voluntaria por no tratarse de un litigio; la Procuraduría General de la República, citada al proceso en su calidad de representante judicial del Estado;  las Alcaldías, citadas en su calidad de gobiernos locales y como unidad base de la división política administrativa del país; el Catastro Nacional con sus tres fines −legal, administrativo y de ordenamiento de los bienes inmuebles en el territorio nacional−; y el Registro de la Propiedad de bienes inmuebles.

El título supletorio, tiene como objetivo primordial y especifico acreditar una titularidad dominical o propiedad −la posesión como estado de hecho no tiene acceso, salvo prescripción extraordinaria−, en el Registro de la Propiedad, mediante providencia judicial y en base a la presunción de que el interesado es el propietario, que por diferentes causas: pérdida del título de dominio, defecto insubsanable, o porque nunca existió dicho documento. Una vez inscrito, produce mientras suscita, los mismos efectos que el título formalmente escrito o notariado. Decimos mientras subsista, porque la providencia judicial que ordena la inscripción, dice sin perjuicio de tercero de mejor derecho o sea que está expuesto a la reivindicación de quién se presente con un título formalmente escrito, independientemente que no esté inscrito. Sin embargo, éste último para poder ser inscrito necesita mediante sentencia judicial anular el asiento registral donde está asentado la titularidad supletoria. 

Desventaja (superable con la prescripción positiva decenal) que se refleja en el negocio jurídico, en el tráfico jurídico de estas propiedades, cuando la banca comercial y otras instituciones financieras se resisten o ponen muchas trabas al crédito hipotecario, y lo que es peor, su precio en el mercado es subvalorado por esa condición, situación que ha sido aprovechada por los antiguos terratenientes y capitales emergentes, para comprarlas por debajo de su verdadero valor.  

Esta inscripción −que tiene carácter constitutivo, pues, se trata de un nuevo estado jurídico, ya que el carácter diferencial de la jurisdicción voluntaria es su fin constitutivo y  lo contencioso tiene como fin la actuación de relaciones existentes−  ha sido atacada y defendida en el plenario, los primeros de ser  un “medio de usurpación de propiedades”, y los segundos, “que se inscribe con el aditamento: sin perjuicio de quien tenga mejor derecho, por tanto y de acuerdo a nuestra realidad, no se debe cerrar la puerta a este tipo de inscripción”. Lo cierto es que la doble inscripción o asientos contradictorios, así como otros actos anulables, efectuados mediante la titulación supletoria, no son producto de la naturaleza de esta institución jurídica, sino a la falta de una debida coordinación entre las instituciones administrativas involucradas en el proceso.

Para evitar los actos dolosos arriba señalados, sugerimos lo siguiente: el Juez competente debe ser el de Distrito de lo Civil, a quién se le debe normar la inspección in situ; el representante del Municipio en el proceso debe pertenecer a la oficina de Catastro Municipal por aquello de la debida coordinación sistemática con el Catastro Nacional y el Registro, además se le deben normar sus funciones, tales como la tacha de testigos y velar por el debido proceso; se debe exigir al interesado el certificado de negativa del Registro de la Propiedad, y de resultar positiva se debe suspender de inmediato el procedimiento; además el interesado debe adjuntar a la solicitud el certificado y el plano Catastral conforme al Art. 39 de la 509Ley de Catastro Nacional, y en caso de estar catastrada a nombre de un tercero, proceder a citar a éste para que alegue lo que tenga a bien; se deben poner carteles en el bien inmueble, en la tabla de aviso del juzgado competente y publicar los edictos en los medios escritos de mayor circulación, radiales y televisivos. Debe ser causal de destitución y de sanción penal todo aquel funcionario coludido en actos que faciliten la doble inscripción o cualquier otro acto reñido con la legalidad. 

Acorde, con nuestras sugerencias saludamos la aprobación del Art. 52 que prohíbe a los usuarios el  acceso directo a los libros. De igual manera celebramos la aprobación del Art. 59 por orientar la modernización del Registro, lo que debe hacer expedita la inscripción y facilitar la correcta coordinación −en red cibernética− con el Catastro Nacional como eje fundamental de la garantía del tráfico jurídico, y en gran medida con las otras instituciones involucradas en la tramitación del expediente posesorio. Por razones de espacio omitimos las teorías que al respecto, plantean autores como Ihering, Savigny, Thibaut, Jerónimo González, Planiol y Ripert, Chiovenda, Carnelutti, Roca Sastre, Diez Picazo, Castán Tobeñas, Ferretti, Albaladejo, Carboni, Sanz Fernández, Hernández Gil, entre otros.

ESTADO  DE DERECHO, EL DEBIDO PROCESO Y LA DUDA RAZONABLE
Esta es una triada fundamental, que junto a los otros principios y garantías procesales deben limitar el Derecho a Penar −Ius Puniendi− que tiene el Estado, para  con ello salvaguardar los derechos constitucionales de los nicaragüenses, sean estos individuales o colectivos. Valga el titular del presente comentario, así como  su introducción para exponer el siguiente caso de la vida real, misma que no es una excepción en nuestro endeble y asediado sistema judicial Penal.

De los siguientes hechos, el Ministerio Público, presume y acusa de delito de acción pública a dos jóvenes rurales del municipio de Masatepe −uno de ellos empleado de la zona Franca las Palmas y el otro  un desempleado que días inmediatos a los hecho había recibido un préstamo de un mil doscientos córdobas que invertiría para iniciar un pequeño negocio−, por robo con fuerza e intimidación en perjuicio de un taxista de la ciudad de Masaya, el que según su propia denuncia fue contratado por los jóvenes por el valor de ciento cincuenta córdobas para llevarlos a Masatepe a donde, de acuerdo a su versión, llegó con sus pasajeros pero que al dirigirse a la comarca donde residen estos, fue asaltado y amenazado, por ellos, de muerte con pistola y cuchillo.

En la Audiencia Preliminar, la señora fiscal auxiliar, presentó la acusación ante la señora Juez de Audiencia en base al Arto.256CPP., la que fue admitida y de inmediato aplicadas las siguientes medidas cautelares  personales, de conformidad con los Artos.261 y 167CPP., incisos a, c, y d: detención domiciliar, vigilancia por un familiar respectivo  y a la presentación periódica ante el tribunal, de igual manera se fijo fecha y hora para la Audiencia Inicial. Hasta aquí, todo parece correcto.

La Audiencia Inicial se celebró, el día martes veintiocho de febrero del corriente, en ella la Señora Juez determinó que existían causas para proceder a juicio, sin la menor objeción de la abogada defensora a pesar que  la acusación y pruebas no establecen indicios racionales suficientes para llevar a juicio a los acusados : La pistola no apareció por ningún lado, no se les encontró el dinero robado −cuatrocientos córdobas−, los acusados fueron capturados a pocos metros de donde se dio el altercado por el incumplimiento de lo acordado y/o el supuesto robo con violencia e intimidación o sea que no huyeron, el taxista no presentaba señales de violencia, el cuchillo presentado como pieza de convicción, según la policía, fue encontrado hasta el día siguiente y no se presentó con un dictamen pericial que demostrará que tienen huellas dactilares  de los acusados lo que tampoco reclamó la defensora y para remate los testigos presentados por la fiscalía son los cuatro o cinco policías voluntarios que hicieron la captura y que en su testimonios respectivos no hacen más que repetir la versión del taxista quien se las trasmitió en la denuncia interpuesta, y que es expuesta sin la menor creatividad en los documentos de intercambio de prueba por la señora fiscal, pues dichos testimonios sólo difieren por el nombre de cada testigo o policía voluntario o de línea.

La finalidad de esta critica propositiva, es velar por la justicia y la sana crítica que debe prevalecer en las decisiones de los judiciales, especialmente cuando se trate del sustento de una acusación Arto.268CPP., o de la tipificación del delito ya que a todas luces, aquí estamos ante un delito menor o en su caso frente a una duda razonable −entre la palabra del taxista y los dos jóvenes− y no el  imputado que es considerado delito grave y como tal no es factible de mediación. También tiene la finalidad de instar tanto a la PN como al MP a que den sustento al ejercicio de la acción penal en cada caso concreto ya que es preferible un culpable libre que un inocente preso y finalmente motivar a los abogados para que asuman su rol de defensor o acusador con ética y profesionalismo.

LA CONFESIÓN 

La expresión “a confesión de parte relevo de pruebas” sigue siendo aplicable al proceso civil pero no al penal. En el proceso civil hace plena prueba, y se hace generalmente durante el acto jurídico procesal denominado “absolución de posiciones”, misma que puede ser judicial −prejudicial y/o dentro del proceso en desarrollo− o extrajudicial −en presencia de simples particulares−. La confesión judicial, que está regulada por los Artos 1200 al 1236 del Código Procesal Civil, se puede rendir en toda clase de juicio y en cualquier estado que éste se encuentre, subdividiéndose por la forma de producirse en expresa −escrita o oral− y tácita, ésta última se produce al no atender el llamamiento que hace el órgano judicial o bien por negarse a contestar el interrogatorio de manera categórica y proceder con dudas o evasivas.

Sin embargo, tal figura jurídica está siendo atacada de inconstitucional por un sector de los administradores y operadores del derecho. Debate que se generó últimamente, con el fallo de los  magistrados de la Sala Civil Uno del Tribunal de Apelaciones de Managua, que declaró nula la sentencia en contra del pelotero Vicente Padilla, aduciendo que absolver posiciones era una acción inconstitucional porque “nadie está obligado a declarar contra sí mismo, ni contra su cónyuge o compañero en unión de hecho estable, o sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, ni a confesarse culpable”, conforme reza el numeral (7) del Art. 34 de la Constitución Política. Fundamento muy razonable, si analizamos que dicho artículo constitucional no limita la aplicabilidad de la garantía a un tipo de proceso determinado (penal o civil), ni establece exclusión alguna, por lo que no se debe distinguir donde la Constitución no hace distingos.

La sentencia del TAM, se ve reforzada por el Art. 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos en lo referente a las garantías judiciales, el cual consagra que: “Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”… “Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable”. De igual manera el Pacto Universal de Derechos Humanos, en su artículo 14 dispone lo siguiente: “Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil”… “A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable”.

La parte contraria a la tesis planteada, alega, que desde siempre en el proceso se ha exigido como requisito de la confesión que ésta sea voluntaria, libre y espontánea, tanto en el proceso penal, como en los demás procesos. En tal sentido el Art. 1202Pr, señala “hace plena prueba contra el que la hecho, siendo sobre cosa cierta, mayor de edad o declarado mayor el que la hace, y no sobreviniendo fuerza, miedo ni error”. A esto se le suma que la Corte Suprema de Justicia, hasta hoy, se ha encargado de apoyar las normas que regulan la confesión, al exigir el animus confitendi, o sea el ánimo de brindar la prueba a la parte contraria −B.J.5844, 7287, 13. 294 Y 332 de 1981−, presumiéndose en termino general que el máximo Tribunal sostiene que la garantía del numeral (7) del Art. 34 de la Constitución sólo resulta aplicable los procesos penales; no así a los procesos civiles.

Será, pues, la Sala de lo Civil de la Corte Suprema de Justicia (si se recurrió de Casación) la encargada de dirimir ésta controversia jurídica que trasciende a  nuestro ordenamiento jurídico, es decir que habrá que recurrir al Derecho comparado y a la doctrina, ya que parece que no hay precedentes a nivel nacional, aunque por la víspera se saca el día: “si bien es cierto que la absolución ficta de posiciones es una figura contemplada en el Código de Procedimiento Civil vigente desde el año 1906”, “también lo es que la Constitución Política que nos rige desde el año 1987, es la norma suprema que debe traspasar y permear todos los cuerpos legales que forman el Derecho Positivo de Nuestra Nación”, nos dice la Magistrada Yadira Centeno González, quien agregó “No podemos olvidar”, que el derecho como conjunto de normas que regulan a una sociedad es dinámico y cambiante, pues surge a partir de las necesidades de cada época”. 
LEY 779 Y EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD

La negativa de un sector conservador de la sociedad –mujeres y hombres−, de no aceptar una reforma a la Ley 779 que permita la mediación en los delitos menos graves, podría convertirse en un bumerán a sus propias pretensiones, al provocar una elevada carga procesal y con ello generar más crisis a la Administración de Justicia; en especial a la jurisdicción de los órganos especializados en violencia hacia las mujeres, tanto en las primeras instancias –de audiencia y de juicio− como en apelación y casación.

Decimos que se trata de un sector conservador porque bajo el argumento de que el principio de oportunidad, en esta materia, está basado en una perspectiva masculina –Derecho sexista− y no de género, obviando que dicho principio constituye una puerta de acceso que permite resolver las conductas tipificadas como delito menos graves en instancias preliminares, impidiendo que los mismos lleguen a juicios largos y tediosos.

Con esa posición intransigente no se colocan a la altura de las nuevas corrientes procesales imperantes en el mundo que buscan una solución más rápida y efectiva a los conflictos de menor relevancia, mismos que mediante una asesoría matrimonial podrían evitar la destrucción del matrimonio o de la unión de hecho estable.

Como hombre progresista en constate evolución, apoyo la Ley 779 reformada. En tal sentido me identifico con el movimiento feminista progresista, por no decir revolucionario, en principio porque este diferencia el fenómeno del machismo con respecto del hombre, por tanto atacan al machismo como lo que es, una desviación social.

En cambio, el sector conservador no hace esta diferencia y ataca tanto al hombre como al machismo, razón por la cual no acepta la mediación, a pesar que esta se aplica para que, tanto imputado como víctima arriben a una serie de acuerdos, entre ellos el de no más violencia y la debida aplicación de los principios establecidos en el Art. 1 de la Ley 779, por una parte, y por otra la reparación de los daños morales, psicológicos y civiles sufridos como consecuencia de los delitos menos graves contra las mujeres.

Otro de los argumentos en contra de la mediación es el llamado ciclo de la violencia en el proceso o revictimización secundaria en el procedimiento judicial y en las actuaciones policiales, sobre todo por la interacción agresor-víctima, lo que provocaba –antes que entrara en vigencia la ley 779− en muchos casos que autor y víctima se vieran coludidos, como una “pareja penal”, pues el agresor cada vez que maltrataba a su víctima se comprometía ante las autoridades policiales y judiciales, a no volverlo hacer. Y la víctima, por “amor” o temor, generalmente retiraba la denuncia.

En ningún caso se justifica la revictimización, pero en los delitos menos graves la mediación evitaría con mayor precisión ese calvario procesal llamado revictimización y en el caso de la “pareja penal” el principio de oportunidad solo debería aplicarse una sola vez en los delitos menos graves.

No hay duda que tanto las corrientes conservadoras como las progresistas están conscientes que la violencia contra la mujer es una desviación social negativa, que tiene sus orígenes en la cultura patriarcal impuesta a ambos géneros –hombres y mujeres− a lo largo de siglos, así como en las condiciones sociales, económicas y culturales de las familias.

Lo que diferencia a estos movimientos es que las primeras buscan todas las soluciones en la norma sustantiva y adjetiva, en cambio las segundas, las progresistas, sin sustraerse de la norma, dan prioridad a las circunstancias, al entorno social para lograr una comprensión adecuada de sus manifestaciones y la razón última que la genera para combatir así sus causas y no solo sus efectos.

Se requiere de un estricto control social −el control penal es un mecanismo más del control social−, con la finalidad de lograr la aplicación efectiva de la justicia. Si bien la Ley 779 es una ley especial penal, la misma no debe sustraerse de los principios constitucionales ni procesales como: legalidad, presunción de inocencia, respeto a la dignidad humana, derecho a la defensa, proporcionalidad, finalidad del proceso, oportunidad −mediación−, entre otros no menos importantes.

REFLEXIONES SOBRE UNA CONDENA.

El espíritu del presente artículo es propositivo y en término general didáctico sobre una rama del ordenamiento Jurídico en general, como es el Derecho Penal Objetivo, entendido éste como el conjunto de normas jurídico-penales, que rigen un sector conflictivo de la vida social. Normas jurídico-penales que están estructuradas como proposiciones hipotéticas, compuestas de dos elementos: el supuesto de hecho ─el delito o la peligrosidad del autor─, y la consecuencia jurídica ─la pena o medida de seguridad─. En otras palabras, para el jurado de conciencia la doctora Rodríguez Zapata cumplió con la proposición al ser hallada culpable del delito de comisión por omisión a título de dolo eventual y en tal sentido sentenciada a 12 años de prisión e inhabilitación especial para ejercer la profesión por el mismo período.

El delito comisión por omisión ─Art. 23Cp.─, se produce cuando la omisión se equipara a la acción, como es el caso que nos atañe, cuando la doctora Rodríguez Zapata teniendo una obligación especial de actuar como profesional de la medicina, no actuó debidamente ─según los argumentos de la acusación─, creando así un riesgo que terminó con la vida de la señora Alicia Indira Fernández Romero; infringiendo el deber de cuidado, produciendo con ello un resultado equivalente a la comisión activa de dicho delito, por eso se les denomina delitos de comisión por omisión. Razón por la cual, constituye “una acción de matar dejar morir a una persona”, tipificado para este juicio por la señora Juez Adela Cardoza Bravo, como homicidio con dolo eventual, ya que la doctora Rodríguez Zapata ─para la señora Juez─ actuó a sabiendas sobre las probabilidades de producir la muerte de su paciente, y, aunque no quiso producirlo, siguió actuando, admitiendo su eventual realización.

Hasta aquí todo parece inculpar por dolo a la doctora Rodríguez Zapata, conforme la tipificación efectuada por la Juez Adela Cardoza Bravo, sin embargo cabe señalar, por una parte: que el consentimiento del sujeto pasivo, en este caso de la señora Alicia Indira Fernández Romero ─quien seguramente no ignoró las condiciones del Centro Médico Americano─, forma parte de la justificación de ciertos hechos peligrosos para la vida que, pueden ser lícitos: como es el tratamiento médico-quirúrgico; y por otra parte, debe tomarse en cuenta que toda acción u omisión, para ser considerada como tal, requiere expresar una finalidad ─voluntad de matar─ por parte del sujeto que la lleva a cabo. Por lo que debemos preguntarnos ¿tenia voluntad la doctora Rodríguez Zapata de matar a su paciente? No cabe duda, que la doctora Rodríguez Zapata, causó un resultado no querido, previsible y evitable, como consecuencia directa de la infracción de la norma de  cuidado, tipificado como homicidio imprudente y penalizado de 1 a 4 años de prisión e inhabilitación especial  por el periodo de la condena cuando la muerte sea producida con ocasión del ejercicio de la profesión de conformidad con el Art. 141Cp.
En Nicaragua está prohibida la responsabilidad objetiva por el resultado o quebrantamiento de la ley, sin tomar en cuenta si existió o no la intención del autor de cometerlo, por lo que la defensa debe interponer recurso de revisión. Además, que en el mismo recurso debe solicitarse la separación de las faltas administrativas que como tales tienen sanciones de carácter administrativo, pues el Derecho penal ha de ser la “última ratio” o sea el último recurso al que hay que acudir para sancionar las conductas que dañen o pongan en peligro de manera significativa un bien jurídico tutelado por la ley penal, tal y como reza el principio de Lesividad y que le es aplicable ─desde nuestro punto de vista─,  por homicidio imprudente a la anestesióloga condenada lamentablemente mediante una tipificación incorrecta y por ende a una sanción desproporcionada a la infracción de la norma de  cuidado.
REFLEXIONES SOBRE REFORMAR  O NO  EL CÓDIGO DE LA NIÑES Y LA ADOLENCIA

Quiero iniciar estas reflexiones, citando a uno de los juristas más famosos de la historia contemporánea y fundador de la escuela histórica del derecho Friedrich Karl von Savigny ─1779-1861─… “el derecho es sustancialmente un producto histórico y una obra del espíritu del pueblo y no un producto de laboratorio”, es decir que el derecho o la norma debe ajustarse a la realidad, pues de lo contrario la realidad pasaría a un segundo plano, cosa que debemos evitar para no caer en lo que Emile Durkheim, sociólogo francés ─1858-1917─ denomina “anomia”, que no es más que, lo que sucede cuando “en las sociedades modernas, las normas y los valores tradicionales se ven socavados sin ser reemplazados por otros”.

Para Durkheim “bajo de esta circunstancia, ─como la que vivimos actualmente en Nicaragua a raíz del homicidio cometido por adolecentes en contra del estudiante de la Universidad Nacional de Ingeniería, UNI─ la gente se encuentra desorientada”… O en “tensión” concepto acuñado por Robert Merton y que sustituyó al de “anomia”. Tensión  a la que nos vemos expuestos los individuos cuando las normas aceptadas entran en conflicto con la realidad social, por ello deben ser revisadas por los expertos ─especialmente por aquello que elaboraron el anteproyecto de ley e incidieron en su aprobación─ dentro de cierto tiempo, revisión que debe ser para bien y no para mal, por lo tanto una posible reforma a éste Código no debe ser satanizada ni mucho menos politizada.

Este debate, si bien es nuevo con respecto al Código de la Niñez y la Adolescencia, no lo es en cuanto a que si las normas jurídico penales determinan conductas ─mandato o prohibición─ o  son normas de valoración de acciones o resultados o situaciones. Al primer caso se le denomina norma imperativa o sea que es la expresión de un “mandato” que trata de determinar o motivar a los ciudadanos para que no cometamos delitos. Ejemplo: no matar, no lesionar, no robar; pero también es imperativa para el Juez, pues éste debe imponer una pena al culpable. En cuanto a la segunda, podemos decir que esta debe verse en dos aspectos: como valor de un determinado “bien”, digno de protección jurídica; y como el desvalor que ataca ese bien jurídico como el derecho a la vida, y con ello al sistema jurídico.

Este debate doctrinario en buen cristiano, traído a nuestra reflexión, significa que se debe revisar qué valor le estamos dando al bien jurídico más preciado como es el derecho a la vida o en su defecto a la seguridad ciudadana con respecto al “desvalor” que ataca a esos bienes jurídicos. Qué si es o no persuasivo el mandato a no delinquir, mandato que tiene su mayor persuasión en el tipo de pena o medida de seguridad que se impone ─no a manera de venganza social, sino reeducativa─. Y en el caso que nos atañe, “El Código de la niñez y la Adolescencia”, ¿A quién se le impone la pena? pues, un homicida puede tener 15, 16, 17 y un poco menos de 18 años, o tener mayor o menor discernimiento unos que otros y sin embargo la pena por homicidio para todos ellos es la misma: privación de libertad por un período máximo de 6 años, ¿Será esto justo?

Otra razón para una revisión excautiva de esta ley especial, es que ella fue aprobada el 24 de Marzo de 1998, y publicada en La Gaceta No. 97 del 27 de Mayo de 1998, y el Código Penal vigente el dieciséis de noviembre del dos mil siete y publicado en la Gaceta, Diario Oficial Nos. 83, 84, 85, 86 y 87 del 5, 6, 7, 8 y 9 de Mayo del 2008, en este último por ejemplo ya no tipifica el asesinato atroz ni el parricidio, aún tipificados en el primero, entre otras discordancias. Además el Art. 12 del Código de la niñez dice que “las niñas, niños y adolescentes tienen derecho intrínseco a la vida desde su concepción y a la protección del Estado a través de políticas que permitan su nacimiento, supervivencia y desarrollo integral y armonioso en condiciones de una existencia digna”… Pero paradójicamente, por las razones que sean, estos son atacados, en la mayoría de los casos por jóvenes adolecentes de manera individual o en padillas. Personalmente conozco a jovencitas y jovencitos que han sido atracadas hasta tres veces, provocando zozobra a ellos y a sus familiares sobre todo a sus padres.

“La Paz y los Derechos Humanos son inseparables”

TARJETA DE CIRCULACIÓN VEHICULAR Y SEGUROS CLONADOS

El artículo 2509 de nuestro Código Civil establece: “Todo aquel que por dolo, falta, negligencia o imprudencia o por un hecho maliciosos causa a otro un daño, está obligado a repararlo junto con los perjuicios”. Por su parte el Art. 21 de la Ley 431, Ley para el Régimen de Circulación Vehicular, dice : “El propietario de un vehículo que causare o provoque la colisión o accidente de tránsito por desperfectos mecánicos o técnicos, falta de pericia, imprudencia o negligencia, será únicamente responsable civilmente, por los daños causados a terceros”… 

Sin embargo, en la mayoría de los casos, los presuntos culpables –según Resoluciones emanadas por Seguridad de Tránsito de la Policía Nacional− al contestar la demanda judicial, generalmente  alegan excepción de Ilegitimidad de Personería. Esto último se debe a que en Nicaragua es una costumbre no actualizar el nombre del nuevo propietario del vehículo en la Tarjeta de Circulación Vehicular. En la mayoría de los casos para no pagar el historial registral, y/o para evitar de manera dolosa las responsabilidades penales, civiles por daños a terceros: Muerte o lesiones y perjuicios materiales.

Los demandados, que plantean este tipo de excepción, generalmente andan la póliza de seguro de responsabilidad civil por daños a terceros vencida o suspendida por falta de pago de la prima, en clara violación al Art. 78 de la Ley 431;  o en el peor de los casos es falsas o sea clonadas como se conoce popularmente este tipo de falsificación material –Art. 284 del Código penal−, razón por lo cual las sociedades de seguros no pagan el siniestro. No quedando más remedio para el perjudicado que interponer la  Acción de Resarcimiento extracontractual por daños y perjuicios de conformidad con los Artículos 2509C., y 78 de la Ley 431.

Se hace, pues, necesario buscar una solución legal a estas dos anomalías −circulación vehicular de vieja data y seguros clonados− que afectan el patrimonio familiar de los gobernados y a la economía nacional. Sobre todo ante el incremento de los accidentes, ya que en lo que va del año 2013 se han “registrado 14,334 accidentes con daños materiales y 2,255 con víctimas, dejando estos últimos 357 muertos y 2,908 lesionados con un promedio de 70 accidentes diarios”, según las estadísticas de la Dirección Nacional de Tránsito de la Policía Nacional. Informe, que asegura que “actualmente mueren, en promedio, 600 personas al año por accidentes de tránsito, pero que esta cifra podría aumentar a 1,300 en 2020 si no se adoptan medidas educativas, preventivas y coercitivas para fomentar una educación vial entre la población”.
Ya la Dirección de Auxilio Judicial de la Policía Nacional, está haciendo lo suyo ante las innumerables denuncias. “Algunas pólizas de seguros vehiculares fueron fotocopiadas y otras escaneadas”, señaló la jefa de la Dirección de Auxilio Judicial Glenda Zavala en declaraciones a los periodistas. Ahora, le toca a la Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras, pronunciarse y tomar medidas al respecto a fin de reforzar la seguridad y la confianza del público en las sociedades de seguros, específicamente en lo referido al seguro obligatorio de automóvil, como las señaladas, entre otras. Esperamos también que los Honorables Diputados tomen cartas en el asunto, interpretando o reformando los Arts. 123 y 124 de la Ley 431.

VIOLENCIA INTRAFAMILIAR DESDE EL PUNTO DE VISTA SOCIOLÓGICO Y DEL DERECHO

Decir que el incremento en la violencia intrafamiliar y los abusos contra la mujer, es consecuencia de  las debilidades que muestra el sistema judicial del país, como asevera doña María Virginia Meneses, jefa de Acción Política de la Red de Mujeres Contra la Violencia, RMCV ─ END - 21:58 - 18/09/2009─, es ser simplista en el análisis, pues  en nuestro país, a pesar de la protección legal de que goza la mujer conforme el Art. 155 del  Código Penal, la protección no es mayor por la invisibilidad que presenta este tipo de violencia, condicionando su impunidad. Invisibilidad e impunidad que en gran medida es generada por la  interacción agresor-víctima, lo que provoca en muchos casos que autor y víctima se vean coludidos, como una pareja inseparable al extremo de ser  denominada por los estudiosos del tema la "Pareja Penal".

Con la presente opinión no pretendemos justificar las debilidades de nuestro sistema judicial, sino por el contrario tratamos, primero, hacer ver que la violencia intrafamiliar como acción u omisión protagonizada por los miembros que conforman un  grupo familiar, donde se transforman en agresoras las relaciones entre ellos causando daño físico, psicológico, sexual, económico o social a uno o varios de ellos, no son fácil de detectar; segundo, que frente a esta realidad ni el gobierno, ni las leyes, ni nuestro sistema de justicia criminal pueden controlar por completo o evitar este tipo de agresión; tercero, que siendo  la violencia intrafamiliar una desviación social no sólo del autor, sino que en muchos casos de la víctima, se requiere de un estricto control social donde el control penal es un mecanismo más de esta clase de control a fin, no sólo de detectar el desequilibrio y  vacío interior que provoca en la victima y en el agresor la anulación de sus respectivas personalidades, sino también la efectiva aplicación de la justicia: tipicidad, antijuricidad, culpabilidad y punibilidad.

La violencia intrafamiliar es una desviación social negativa, que tiene sus orígenes en la cultura patriarcal impuesta a ambos géneros a lo largo de siglos, y en las condiciones sociales, económicas y culturales de la familia, tratándose en la mayoría de los casos de personas con poca preparación académica, donde las mujeres se dejan maltratar, en algunos casos, porque se consideran la principales responsables del buen funcionamiento del  matrimonio o relación de hecho estable. Razón por la cual  no debemos sustraernos de estas circunstancias para lograr una comprensión adecuada de sus manifestaciones y la razón última que la genera; y es aquí en que la sociedad, el Estado y sus instituciones gubernamentales y no gubernamentales tienen una gran responsabilidad para la debida aplicación de ley penal sustantiva, la cual define los actos que constituyen el delito.
Compartimos la inquietud de la señora Meneses, quién suponemos debe ser abogada, y por tanto conoce que cuando se habla de la infracción de la norma se está aludiendo a la “norma primaria”, a la prohibición de cometer el hecho; y cuando se dice que la conducta cumple los requisitos o encaja en la previsión o descripción de la norma se está aludiendo a la “norma secundaria”, la que ordena la imposición de la pena, o sea que para que el supuesto agresor sea penalizado debe ser declarado judicialmente culpable. Pero no toda antijuricidad es delito, como nos lo señala el Art. 7 del Código Penal “solo podrá ser sancionada la conducta que dañe o ponga en peligro de manera significativa un bien jurídico tutelado por la ley penal”. De igual manera sabe que los delitos se clasifican en graves, menos graves y faltas, de conformidad con el Art. 24 del mismo Código.

Ahora, bien la crítica específica al sistema judicial, por parte de la señora Meneses, es a lo que ella llama “graves fallas al permitir el trámite de mediación cuando se denuncia un abuso, lo que expone a la mujer a ser víctima de más abusos y en algunos casos, la muerte”. En este sentido el Código Procesal Penal en su Art.56 dice “la mediación procederá ─con el consentimiento de la víctima─ en: las faltas, los delitos imprudentes, patrimoniales cometidos entre particulares sin mediar violencia e intimidación y los delitos sancionados con penas menos graves”. Ante esta situación sólo queda por una parte, la reforma a los artículos mencionados, y por otra, que el Ministerio Público, sin violentar el principio de interpretación extensiva, y en caso que la mujer maltratada tenga hijos menores y adolescentes, promueva la acción penal de oficio aplicando el Art.85 de la Ley 287 por ser del  orden público y obligatorio, y en su caso solicitar las medidas de seguridad, pues estas consisten en un tratamiento corrector, curativo, psiquiátrico, desintoxicador, educativo, etc., sin ir acompañado de privación de libertad, sino en régimen abierto.

TERRITORIALMENTE EL JUZGADO COMPETENTE PARA CONOCER DEL ASESINATO DEL REVERENDO MARLON PUPIRO ES EL DE MASATEPE

El Artículo 22 del Código Procesal Penal, dice “La competencia territorial de los Tribunales se determina así: numeral uno “Cuando se trate de delito o falta consumado, por el lugar donde el delitos se cometió. Se entiende por delito consumado “cuando el autor realiza todos los elementos constitutivos del delito de que se trate”. Además supletoriamente la competencia será la del Judicial del lugar en el cual se ha ejecutado la última parte de la acción o sea del asesinato.

Definición, que fue ignorada por la señora Juez de Audiencia del Juzgado cuarto de Distrito Circunscripción Managua, y más bien hizo una interpretación muy suigéneris, partiendo de la tesis de que el delito se cometió, desde que supuestamente, el mesero adormeció al Sacerdote con un somnífero que mezcló en la cerveza que presuntamente le sirvió para luego robarle el dinero y la camioneta, misma que le sirvió para efectuar un periplo por diferente lugares, siendo el primero la Flor de Pochote comarca perteneciente al Municipio de Masatepe, donde el imputado presuntamente dio muerte al Padre Pupiro, hasta culminar con la venta de la camioneta en la ciudad de Managua.

Al respecto, queremos decir que poner somnífero sin el consentimiento de la persona que lo ingiere es delito, y peor si es para robarle, pues esta acción está tipificada como robo con violencia en la persona en nuestro Código Penal, Art. 224. Sin embargo estos delitos frente al asesinato pierden relevancia, quedando subsumidos en el delito más grave, en éste caso en el asesinato. Esto quiere decir, que si el delito se hubiese limitado al robo con fuerza en la persona del Padre Pupiro, la señora Juez tuviese la razón, pero lamentablemente fue asesinado, y según las investigaciones en el Municipio de Masatepe, razón por la cual debe ser juzgado en esa jurisdicción territorial.

Se trata, pues de una unidad de acción donde el asesinato podría  ser el móvil o factor final y el robo el simulacro; es decir, la voluntad que rigió y dio sentido a una pluralidad de actos físicos aislados como los señalados por la investigación policial y presentados, tanto en la acusación del Ministerio Público, como en los argumentos de la señora Juez para sustentar su competencia, podrían ser actos preparatorios y maniobras para despistar las investigaciones. Ahora bien, si el factor final que rigió el proceso causal fue matar al sacerdote, los actos particulares realizados ─como la tenencia y aplicación ilícita de somnífero─ pueden tener relevancia para el delito de robo con fuerza en la persona, pero por ser conexos, deben ser juzgados por el Juez al que le compete juzgar el hecho más grave.

Por otra parte y de igual manera, el defensor público, hizo otros  señalamientos en la Audiencia Preliminar entre los más importantes están: que, el imputado fue interrogado sin la presencia de un defensor técnico, y que no se le presumió su inocencia, de esto último la ciudadanía fue testigo a través de los medios de comunicación cuando el Comisionado Mayor Borge, Jefe de Divulgación y Prensa de la Policía Nacional, al presentar al presunto asesino, digo “Aquí tienen al Criminal”. Estos preceptos constitucionales y legales, junto al de la garantía de que “nadie puede ser sustraído de su Juez competente, hace de este juicio una bomba de tiempo, pues el mismo puede ser atacado por vicios de nulidad.

Ante tal situación y frente a una defensa que mostró, en la Audiencia Preliminar, una mejor estrategia sobre la base utilizar no sólo los hechos, sino también las teorías jurídicas que seguramente le servirán a lo largo de todo el proceso; lo recomendable es que el ofendido, que podría ser el familiar más cercano o la iglesia católica, ejerza la acción penal sin la exclusión del Ministerio Público, con el debido asesoramiento de un penalista. Esto le permitirá no solo superar la estrategia de la defensa, sino construir una  versión más fidedigna de los hechos y la interpretación legal más adecuada y justa. 

¿QUÉ ES EL ACCESO A LA JUSTICIA EN LA RAMA PENAL?

Es el derecho que tiene tod@s l@s ciudadan@s nacionales y extranjeros de acceder a los Tribunales de Justicia, ya sea como víctima o  perjudicado y/o como presunto actor de un delito o falta penal, todo ello en el marco de los principios y garantías procesales: Legalidad, presunción de inocencia, respeto a la dignidad humana, derecho a la defensa,  proporcionalidad en el ejercicio de la autoridad, el esclarecimiento de los hechos y la determinación de la responsabilidad del o los acusados, gratuidad y celeridad procesal, intervención de la víctima, ser juzgado por el Juez designado por la ley −entiéndase juez natural−, a ser sometido a un juicio oral y público, y con jurado cuando así lo determine la ley, medidas alternativas a la persecución penal, libertad para probar por cualquier medio la prueba licita, misma que debe ser valorada conforme al criterio racional observando las reglas de la lógica, sin perjuicio de ser impugnada.

Lamentablemente; a pesar de la Doctrina, la Jurisprudencia, los Tratados Internacionales, las Garantías Constitucionales y los Derechos Humanos relacionados con las Garantías penales, procesales penales, y los ingentes esfuerzos de la Escuela Judicial por capacitar a los judiciales y operadores del derecho del sistema judicial; el acceso a la justicia no se da en condiciones de igualdad con clara violación al debido proceso y a los principios arriba reseñados. Por ejemplo: Cuando estamos frente a una conducta “típicamente antijurídica”, la víctima o perjudicado normalmente recurre a la PN a interponer la denuncia −Art.222CPP− sea ésta por delito de acción pública, o acción pública a instancia particular o  acción privada. En esta etapa, las víctimas son, generalmente, interrogadas de tal forma que parecen que fuesen ellas las victimarias, o sea que son revictimizadas. Para nuevamente pasar ese mismo proceso ante el o la Fiscal Auxiliar.

Otra violación al debido proceso −que queremos pensar, se produce por falta de coordinación−, es la retardación de Justicia, misma que hemos focalizado en dos etapas: La primera, previa al inicio del proceso, específicamente cuando no hay reo detenido y la victima o perjudicado, además de haber interpuesto la denuncia tiene que estar presionando para que se introduzca la acusación por parte de el o la Fiscal Auxiliar, quién muchas veces no es encontrada por el o la denunciante, debido a las contantes reuniones en el departamental o porque no han llegado del municipio en que habitan. En esta situación el MP no está presionado por presentar la acusación en tiempo, como sería si hubiese reo detenido, las 48 horas constitucionales; y si bien el denunciante puede solicitar el informe −Art. 225CPP−, si transcurrido los 20 días de presentada la denuncia la Fiscalía no la ha interpuesto, éste puede acudir al MP, pero la mayoría de las veces no se hace para evitarse problemas con el o la Fiscal Auxiliar.

La segunda, una vez leída la sentencia, las presiones para los Jueces y Magistrados desaparecen por arte de magia, pasando el caso a los secretarios, quienes se caracterizan por trabajar ha su ritmo, confundiendo escritos, notificando a los defensores y acusadores sin presión, pues tanto ellos, como estos últimos saben que es a partir de ésta notificación que se tiene un plazo de 3 y 6 días para los delitos menos graves y graves respectivamente para Apelar. Tales afirmaciones, quiero fundamentarlas con la sentencia N0 28-2011, dictada el diecisiete de febrero del dos mil once a las once de la mañana, causa número 000093-ORM1-2011PN, proceso en juicio oral y público  por Robo Agravado, y que en mi calidad de defensor técnico se me notificó el diecisiete de mayo de dos mil once o sea tres meses después de que se dictó la sentencia referida, por lo que el dieciocho de mayo o sea al día siguiente interpuse el debido Recurso de Apelación −Ahora 004809-ORM1-2011-PN−. El ocho de septiembre de dos mil once comparecí e intervine ante la Sala Dos de Audiencia del Tribunal de Apelaciones de la Circunscripción Managua, sin que hasta la fecha se haya dictado Resolución por parte de este Honorable Tribunal.

Queda claro que en esta Instancia, la Apelación −salvo los plazos para: interponerla, admisión, emplazamiento y audiencia−, la práctica no están regida por los plazos de ley,  sino que, son tratados conforme el orden de precedencia. El Art. 385CPP, dice “El órgano competente dictará la resolución fundamentalmente en el plazo de cinco días”. Sirva el presente artículo de opinión pública como un aporte a esta noble profesión, máxime que la CSJ en la Sentencia N0 61 del 22-11-2004 dice… “Las Garantías procesales se constituyen, como parámetros mínimos a observar, en un sistema judicial que se precia de democrático”…

PRISIÓN PREVENTIVA

La prisión preventiva es una figura jurídicopenal muy controversial. Polémica doctrinaria que se aviva en nuestro sistema jurídico, con el proceso penal abierto en  contra del Coronel ® Víctor Boitano Coleman; y que, como tal es digna de ser analizada, pues  a través de ella se priva de la libertad a una persona que según el Derecho debe ser considerada inocente. En este sentido un sector la considera excesiva y atentatoria contra un procedimiento penal acorde con el Estado de Derecho; mientras otro sector, la invoca en favor de una administración de justicia eficiente.

Nuestro Código Procesal Penal recoge esta figura, en sentido estricto, como una excepción que tiende a evitar que el responsable de un hecho delictivo eluda la acción de la justicia, aprovechando el estado de inocencia de que goza durante el proceso. Sin embargo, a pesar de que el Art. 173CPP., plantea esa excepción en base a la concurrencia de tres circunstancias claramente detalladas ─excluye delitos establecidos en el Art. 36 de la ley 735 referidos al crimen organizado, y otros delitos graves─, en ciertas ocasiones los judiciales le dan una inadecuada interpretación y aplicación, lo que no contribuye a fortalecer la paz social y la confianza en el derecho.

No cabe duda, que un sujeto sometido a un proceso penal pasa a formar parte de una categoría distinta de ciudadanos, para quienes los derechos fundamentales no tienen vigencia plena, en pro de salvaguardar intereses sociales de mayor valor, y por ello, tanto la Constitución Política como el Código Procesal Penal y las Convenciones Internacionales de Derechos Humanos, establecen los casos en que puede restringirse el disfrute de la libertad y la forma en que debe hacerse como supuestos de excepción: hecho punible grave, suficientes elementos de convicción, presunción de que el imputado no se someterá al proceso evadiendo la justicia, o que obstaculizará en el curso de la investigación, o exista peligro concreto de que cometa graves delitos contra personas, el orden constitucional o de criminalidad organizada. 

Ahora bien, en el caso específico del Coronel ® Boitano, cabe preguntarse si la medida de prisión preventiva, le fue aplicada de conformidad con nuestra legislación y las Convenciones Internacionales en materia procesal y de Derechos Humanos. Es decir, si existió la voluntad de matar o lesionar a la víctima, o si el hecho grave fue producto de la imprudencia temeraria, o de una riña tumultuaria ─como se reflejo en un primer momento, siendo otros los acusados─, si las pruebas identifican una relación de causalidad entre la acción y el resultado, y la imputación objetiva de dicho resultado a Boitano como presupuesto mínimo para exigirle la responsabilidad por el resultado producido: La invalidez de la víctima. 

A las pruebas testificales directas o indiciarias hay que agregar la pistola o revolver, el informe pericial que demuestra que el calibre del arma de Boitano se corresponde con la de las balas sustraídas del cuerpo de la víctima, todo ello como una muestra de la existencia de suficientes elementos de convicción. Así mismo se debió fundamentar la posible evasión de la justicia, la intención de obstaculizar el proceso y el grado de peligrosidad criminal del imputado. De no ser así la defensa, en la Audiencia Inicial, deberá solicitar al judicial la aplicación de una medida cautelar idónea: personal o real.

En conclusión, debe destacarse que, mientras no haya sentencia, el imputado es jurídicamente un inocente, y que la prisión preventiva sólo puede cumplir una función de aseguramiento del proceso, siendo la misma conforme a Derecho, para evitar que la presión sin condena se convierta en una verdadera pena.

Filosóficas y sociológicas
EL PUNTO DE EQUILIBRIO 

Desde mi punto de vista, cuando se dice que la familia es la célula fundamental de la sociedad, los es por tres razones esenciales, la primera: Porque es la reproductora de la especie humana; la segunda: Porque es la socialización primaria de los nuevos miembros y más chicos de la familia; y la tercera: Porque generalmente, por mucho tiempo, es el entorno psicosocial-económico, político e ideológico-religiosos de todos los integrantes de la familia, lo que en gran medida perfila o moldea transitoriamente a sus miembros. Se  trata, pues del medio ambiente más cercano… como diría el filosofo de origen alemán Carlos Marx…”El hombre es él y su medio”… 

Decimos transitoriamente, porque dichosamente ese perfil y ese medio ambiente familiar no es estático, sino por el contrario es cambiante en el tiempo y en espacio, la dinámica de la vida diría yo. Ese cambio se da por fuerzas externas e internas. Ambas fuerzas negativas y positivas. Negativas como son los conflicto por herencias o por cualquier otra causa entre el matrimonio o entre compañeros en unión de hecho estable, entre hermanos u otros parientes, en las externas; y por sentimientos encontrados, remordimientos o fracasos en lo personal, las internas. En las positivas tenemos por ejemplo, la unidad y armonía relativa entre padres e hijos; y la paz o la felicidad espiritual en uno o varios de los miembros de la familia. 

Es en este escenario o contexto familiar que aparece –lamentablemente no siempre−, lo que se ha dado en llamar “el punto de equilibrio” que no es más, que la madurez emocional de uno o de varios miembros dentro del entorno familiar, los que de una u otra manera se encargan de inducir al resto de la familia, primero: A aceptar la realidad de cada quien y de las  cosas tal cual son; segundo: A no criticar destructivamente, ni juzgar o formarse un juicio a la ligera; tercero: A aceptar errores propios y los ajenos; cuarto: A controlar las emociones y pensar antes de actuar… “cogito ergo sum”, como decía el filósofo francés René Descarte, que traducido a nuestro idioma significa “pienso, luego existo”…
El punto de Equilibrio, es pues, la habilidad de la interrelación con base en el amor a la familia nuclear,  matriarcal y/o patriarcal. Es una habilidad dialéctica de pasar de menos a más, de ser fuertes sin dejar de ser sensible… “lo cortés no quita lo valiente”. La madurez emocional es la energía individual y colectiva que permite una mejor interpretación y aplicación a conceptos como la vida desde el punto de vista biológico, psicológico y social; la tolerancia, entendida como la cólera controlada por la razón; Educación, honestidad, lealtad y respeto para con los demás. En conclusión, para el suscrito el Punto de Equilibrio es el eje fundamental sobre el que gira una familia funcional y sobre el que debe girar toda sociedad que aspire a progresar en paz y armonía con el medio que la rodea.

EL SER HUMANO ES ÉL Y SU MEDIO 

Un buen amigo de origen rivense, casado y radicado en la ciudad de Masatepe, me ha expresado en varias ocasiones su preocupación por el deterioro del medio ambiente y de los recursos naturales de este bello y acogedor municipio del departamento de Masaya. En tal sentido, me ha invitado para que iniciemos una campaña ambientalista en coordinación con las autoridades municipales, estatales, organismos no gubernamentales y ciudadanía en general, pues como él bien señala, estos recursos no son sólo patrimonio de la localidad, sino de la nación, constituyendo por lo tanto, parte de la base del desarrollo sostenible de Nicaragua y por ende del municipio de Masatepe. 

Invitación, que hemos aceptado en marcados en el pensamiento filosófico de José Ortega Gasset, cuando nos dice:”Yo soy yo y mi circunstancia, y si no la salvo a ella no me salvo yo”. Este gran filosofo, sabiamente insiste en lo que está en torno al ser humano, en todo lo que le rodea. No sólo lo inmediato, sino lo remoto. No sólo lo físico, sino lo histórico, lo espiritual. Lamentablemente ese entorno del que nos hace alusión Ortega y Gasset, en nuestro caso, ha sido deteriorado y puesto en grave peligro, afectando seriamente nuestras cuencas hidrográficas, ciclos hidrológicos, mantos acuíferos, recursos biológicos y la diversidad biológica silvestre: flora y fauna,  entre otros recursos no menos determinantes para la sobrevivencia de nuestra y futuras generaciones. Se trata, pues, en primer lugar, de organizarnos, de definir planes de acciones y de hacer los contactos necesarios con organizaciones e instituciones públicas y privadas especializadas a fin de trazar una estrategia que nos permita la prevención, protección, conservación, mejoramiento y restauración del medio ambiente y los recursos naturales. En segundo lugar, partiendo de la tesis marxista de que “producir es la actividad esencial de los humanos, y producir significa transformar la Naturaleza”…velar por el uso racional y sostenible de los recursos naturales: renovables y no renovables, sin perjuicio de acciones y sanciones en materia administrativa, civil y penal que en este sentido ejerzan las autoridades competentes o en su defecto el ejercicio de la acción pública por cualquier persona natural capaz o jurídica, comprometida con esta causa. 
Es bien sabido, que nuestra Constitución Política, recoge de forma clara y precisa la protección y regulación de los recursos naturales, y con ello la protección del medio ambiente, sin embargo para su debida eficacia y eficiencia se requiere de la participación ciudadana, ya sea como persona natural o como organización no gubernamental, razón por la cual hago extensiva la invitación ─ que me hiciera mi amigo, conocido cariñosamente como “Tierrita”─ a todos aquellos ciudadanos masatepinos comprometidos con el desarrollo y bienestar de nuestro municipio para que de forma organizada hagamos realidad esta campaña ambientalista, tomando en cuenta el principio de que “el ser humano es él y su medio”.          

EL TODO Y SUS PERSPECTIVAS

El “todo” es −para el ex guerrillero, filósofo y estadista de Uruguay, José Mujica− la naturaleza, el universo, el cosmos y su congnocibilidad científica, misma que debería estar al servicio del amor, la amistad, la solidaridad y la familia, pero que lamentablemente −hasta ahora y en especial en las naciones desarrolladas− está al servicio de intereses mezquinos, los que se manifiestan de diversas maneras: Economía sucia sustentada en el consumismo, narcotráfico, estafa, fraude, corrupción generalizada. Esto fue planteado magistralmente por Mujica en la 68° Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas.

Afirmó que “el consumismo constituye una cuenta regresiva contra la naturaleza y la humanidad”, pues de ello se derivan las plagas contemporáneas que promulgan una serie de antivalores, entre ellas aquella que sostiene que “somos más felices si nos enriquecemos sea como sea”… “El fin justifica los medios”, diría Nicolás Maquiavelo. Y es que para este gran estadista “la economía globalizada no tiene otra convicción que el interés privado de unos pocos”, lo que provoca frustraciones en masa.

El mundo, agregó, “no debería ser gobernado por las transnacionales ni mucho menos por los poderes financieros”, porque “no es posible para todos colmar ese sentido de despilfarro que se le ha dado a la vida”. Por lo que precisó que “es necesario lograr un consenso planetario para desatar solidaridad hacia los más oprimidos, castigar el despilfarro y la especulación, movilizar las grandes economías no para crear descartables con obsolescencia calculada, sino bienes útiles sin frivolidades para ayudar a levantar a los más pobres del mundo… Es tiempo de empezar a batallar para preparar un mundo sin fronteras, un mundo con una humanidad mejor”. En su opinión, la primera tarea de hoy en día debe ser salvar la vida.

En ese sentido de la vida, expresó que “es un deber luchar por patria para todos”. Por ejemplo “que Colombia pueda encontrar el camino de la paz”. Consideró que es un deber luchar por tolerancia, “tolerancia para con aquellos que son distintos, y con los que se tiene diferencias y discrepancia”, lo que, para este revolucionario, le quita sentido al bloqueo inútil a Cuba y/o al colonialismo impuesto en las Malvinas y peor aún a la vigilancia electrónica, en clara alusión al espionaje estadounidense, ya que “no hace otra cosa que sembrar desconfianza”.

Todo ello a pesar de la existencia de los organismos Internacionales, por lo que la duda lo asaltó y reflexionó “tal vez nuestro mundo necesita menos organismos mundiales”. La ONU, dijo, “languidece, se burocratiza por falta de poder y de autonomía, de reconocimiento y sobre todo de democracia hacia el mundo más débil que constituye la mayoría aplastante del planeta”.

Pepe, como es conocido este mandatario, informó que “en cada minuto del mundo se gastan dos millones de dólares en presupuestos militares”, e indujo a luchar por la vida y revertir esos gastos militares en investigaciones médicas, ya que estas apenas cubren la quinta parte de la investigación militar. “Hay que salir de la prehistoria y archivar la guerra como recurso cuando la política fracasa”, fue una de sus recomendaciones.

Para este visionario, las potencias deben entender que “los indigentes del mundo no son de África o de América Latina, son de toda la humanidad”, y esta debe empeñarse en su desarrollo, en vivir con decencia por sí mismo. “Los recursos necesarios existen, están en ese depredador despilfarro de nuestra civilización”.                                        

 

FILOSOFÍA, MORAL, CIVICA Y NUESTRA JUVENTUD

Lejos de las opiniones, que reflejan poca fe en nuestra juventud en general, el suscrito es totalmente optimista con respecto a la juventud estudiosa y responsable, misma que no es una excepción sino una realidad dentro de la universalidad y diversidad juvenil. En tal sentido, y como un paréntesis previo al tema que deseo abordar, quiero contarles o recordadles una encuesta que efectuó, en su momento, la reportera de un canal televisivo nacional, limitada a una pregunta muy general ¿Qué opina usted de nuestra juventud?  Interrogante que fue contestada por la mayoría de los encuestados de forma general,  favorable en algunos casos y  desfavorable en otros. Hasta que la encuestadora entrevistó a una extranjera de origen española, se  delimitó dicha  encuesta ¿A qué juventud se refiere usted? ¿A de los integrantes de las pandillas o a la  que está en las aulas de estudios? ¿A las de las barriadas pobres  o  de las residenciales? preguntó la encuestada. Moraleja, no debemos echar en un mismo saco a toda nuestra  juventud. 

Nuestra juventud no sólo representa un divino tesoro endógeno (para sí), si no también un tesoro exógeno (para la nación), por ello debe ser política de Estado la debida conducción educativa: preescolar, primaria, secundaria, tecnológica y universitaria, concatenadas unas a las otras en permanente interacción, por tal razón y con estas perspectivas deben incorporarse nuevamente a los planes de estudio secundarios las siguientes materias sustantivas: moral y cívica, economía y filosofía. La primera, para rescatar y fortalecer valores de convivencia pacifica como son el respeto mutuo, el agradecimiento, la honestidad y honradez, el respeto al derecho y a la  propiedad privada, la transparencia en la gestión pública, etc.; la segunda, tiene que ver con el amor patrio, con nuestra historia, con nuestros héroes y símbolos, con nuestro sentimiento de nación y de integración centroamericana y latinoamericana; la tercera, se refiere al estudio básico de nuestra economía: ¿Qué producimos? ¿Cómo producimos? ¿Para qué producimos? ¿Qué es la macroeconomía y/o microeconomía?

La tercera,  la filosofía, tiene que ver con el desarrollo del pensamiento: el presocrático y clásico para ser estudiado y analizado en el tercer año o año básico; la escolástica y el periodo de transición del feudalismo al capitalismo en cuarto año; y las revoluciones capitalistas y la filosofía clásica alemana en quinto año. De ser así, tendremos bachilleres listos para ingresar debidamente a la educación superior con capacidad dialéctica de preguntarse: ¿Quiénes son? ¿Qué los motiva en la vida? ¿Cuáles son sus fortalezas? ¿Cuáles son sus oportunidades? ¿Cuáles son sus debilidades? ¿Cuáles son las amenazas que enfrentan o que tendrán que enfrentar? ¿Qué áreas tienen que desarrollar para poder lograr sus objetivos en la vida? ¿Cuáles son sus metas? ¿Cuáles son sus valores? ¿Cuáles son sus hábitos? ¿Qué tal son sus relaciones interpersonales?   ¿Si son  capaces de vencer los obstáculos y seguir hacia delante pase lo que pase? 

Las respuestas a éstas interrogantes, serán una oportunidad o un medio para que nuestra juventud se reencuentre con sigo mismo en concatenación con el entorno socio-económico, político, cultural que los rodea;  ya que es un hecho, que la actitud, el carácter, la personalidad, los valores, los hábitos que desarrollen o practiquen en sus vidas y la forma en que piensen determinarán sus éxitos o  fracasos, tanto como estudiantes o como profesionales.

Para terminar, le recuerdo a los pesimistas que no tienen fe en nuestra juventud, que la Nicaragua de hoy y del futuro necesita de estudiantes, técnicos y  profesionales activos, participativos, humanistas y críticos en permanente aprendizaje que pongan en alto el nombre y prestigio de nuestra Patria como fuente de patriotismo, de valores éticos, morales y humanísticos.

LA ÉTICA COMO FORMA DE VIDA

Nicaragua, es una nación no sólo rica en recursos naturales, sino también en recursos humanos donde la juventud representa  la mayoría de este preciado recurso. Juventud que debemos considerarla del presente y no del mañana, salvando  su natural y material potencial. Por tal razón se hace imprescindible inculcarles y compartir con ellos y ellas un saber práctico que oriente la acción humana en un sentido racional, recurriendo para ello a la ética como ciencia o sistema práctico que enseñe las reglas o razonamientos que deben seguirse para hacer el bien y evitar el mal.

Se trata de tener una fe culta en la humanidad, sobre todo en nuestra juventud como bien nos enseñara Platón, alumno de Sócrates y maestro de Aristóteles, “Por naturaleza el hombre tiende a buscar el bien, por lo que bastaría conocerlo para obrar correctamente; el problema es que el hombre desconoce el bien, y toma por bueno lo que le parece bueno y no lo que realmente es bueno”. He aquí la importancia de incorporar a los planes académicos secundario, técnico y superior el estudio de la ética, pues, es la parte de la filosofía que trata de la moral, estudia los actos morales, sus fundamentos y como se vinculan en la determinación de la conducta humana: Se trata del modo de ser, del carácter, del cotidiano vivir.

La idea del bien debe necesariamente conocerla quien quiera proceder sabiamente tanto en su vida privada como en su vida pública; en el entendido de que la ética no es, ni puede ser, una ciencia, que dependa del conocimiento de la definición universal del bien, sino una reflexión práctica encaminada a la acción; ya que si se actúa conforme a una función propia, reflexiva será un buen hombre y/o una buena mujer; en caso contrario serán un mal hombre y/o una mala mujer. La felicidad, según Aristóteles consistirá por lo tanto en actuar en conformidad con dos virtudes: la virtud intelectual y la virtud moral, la intelectual debe al magisterio su nacimiento y desarrollo, en tanto que la virtud moral-ética es fruto de la costumbre. Hasta aquí, se perciben  dos concepciones  filosóficas, como diría Emmanuel Kant: la académica y la mundana.

A propósito de Kant, es bueno señalar, que éste tuvo el merito de formular una ética formal. A lo largo de toda la historia hasta Kant todas las éticas fueron éticas materiales, en las que la bondad o maldad de los actos depende de que se ajusten a un bien supremo o último. Por ejemplo, en la ética aristotélica el bien último es la felicidad. Toda ética material impone una serie de medios o preceptos que nos ayudan a alcanzar ese bien supremo: primero, porque son empíricas o sea que no son sacadas de principios universales, sino que sus principios provienen de la experiencia; segundo son hipotéticas, es decir no serán válidas en el caso de que no se aceptase como bien último o supremo. Ejemplo: Si no quieres ir a la cárcel, no deberás matar; y tercero son heterónomas, porque no dejan al individuo tener autonomía o darse a sí mismo la ley, sino que la ley se le da desde fuera o sea que no crea racionalmente su propio comportamiento. 

Para superar estas, supuestas, deficiencias de la ética material, Kant propone: Primero, que sus principios deben provenir de la propia razón; segundo, no puede ser hipotética sino categórica, es decir que los actos se deben realizar no movidos por una causa particular, sino independiente de ella; y tercero, ha de ser autónoma, en la que el individuo determine su propia conducta, sin que se le imponga unos principios externos. Se trata de ser buenos por amor a la humanidad y no por temor a las leyes. Para Kant solamente las acciones que se hacen por deber tienen validez moral. Sin embargo este planteamiento Kantiano, no nos debe llevar a pensar que la conciencia es la que cambia la vida, sino que de acuerdo al marxismo es la vida la que transforma la conciencia, como ha quedado demostrado a lo largo de la historia, ejemplo de ello es la alienación económica, que no está de acuerdo con la naturaleza humana, sino que es producto de una serie de condiciones históricas concretas de una época determinada. 

Para Louis Althusser, Marx negaba la esencia del hombre al reducirlo a un conjunto de relaciones sociales, a un producto de la sociedad. Pero por otro lado se puede afirmar que el marxismo puede ser considerado humanista porque critica la alienación y, por tanto, persigue una recuperación del hombre; además Marx afirmaba que el hombre es el sujeto activo de la historia y no un objeto de ésta. Althusser, por su parte, señala que “el sujeto no es más que el soporte de las relaciones de producción”. Consecuentemente, la ética de la voluntad y del esfuerzo es un simple engaño, una ideología, ya que “la moral, en esencia, es ideología”. Para finalizar y siguiendo con la confrontación de las ideas veamos lo que nos dice Nietzsche “la filosofía platónica contiene una valoración antivital, puesto que los valores platónicos y cristianos se fundamentan en otro mundo, imponiendo un orden moral exterior y expropiando al hombre el derecho que tiene por naturaleza a generar y crear sus propios valores”.

LA FE CULTA

El presente tema ha generado y sigue generando controversias e incomprensiones, entre cristianos, así como entre cristianos y no cristianos, pues, para unos la fe es única; en cambio, para otros la fe se divide en culta e inculta. Y se dice que es culta cuando su práctica se fundamenta en el estudio teológico, mismo que es complementado con conocimientos materialistas como: la historia, la antropología-sociológica, entre otras ramas del saber científico. Lo contrario a este planteamiento, es la fe ciega, la fundamentada en un conjunto de dogmas elaborados por los Padres de la Iglesia y los Concilios como el de Nicea, celebrado el año 325 después de Cristo, donde se establecieron las verdades de la religión cristiana en forma dogmática e indiscutible. 

Según el término genérico el vocablo “fe” implica  creencia, convicción, persuasión, certeza, seguridad, confianza. Es decir que la fe es la relación de verdad que existe entre el hecho y el dicho. En este sentido y de acuerdo a la tradición la fe se clasifica en fe divina y fe humana, ésta última, que por el momento no es de nuestro interés, se subdivide en fe particular o privada y en fe pública. Volviendo a nuestro tema, la “fe divina”, podemos decir que ésta ha transitado por diferentes fases: Desde la identificación entre  razón y fe ─que tenía como su principal impulsor a San Agustín, al señalar “Dios es la fuente de ambos tipos de conocimiento y si había algún conflicto, la  fe debía prevalecer siempre sobre la razón”─ hasta la separación absoluta entre razón y fe, es decir que a partir de esta fase  Dios y  mundo son dos realidades diferentes.

Quienes se opusieron a esta separación les valió la condena eclesiástica por herejía, entre ellos tenemos a mi medio tocayo el Fraile y filosofo del siglo XII Pedro Abelardo, por indicar que  sus alumnos, entre otras cosas le reclamaban... “es ridículo que alguien predique nada que ni él ni sus alumnos puedan abarcar con el intelecto”. Se intuye, pues, que estos alumnos estaban por la fe culta, probablemente influidos por  este fraile rebelde que al referirse a los Padres de la Iglesia sobre este tema parafraseaba a Jesús al decir que “eran  ciegos conduciendo a ciegos”. Lamentablemente, en pleno siglo XXI donde lo que debe predominar es la libertad individual y colectiva, la libertad de razonar, la autonomía del pensar siguen imperando, especialmente en los países subdesarrollados como el nuestro, los dogmas y verdades oficialmente decretadas, la ceguera.

Dentro de este contexto es que se deben analizar: debates como el escenificado entre la Lic. María López Vigil y Dr. Humberto Belli, durante el programa televisivo de Carlos Fernando Chamorro en el canal 12; la amonestación de Juan Pablo II al Sacerdote Revolucionario Ernesto Cardenal; la interpretación bíblica de que fuimos creados al libre albedrio, situación que nos hace responsable de nuestros éxitos o fracasos como seres naturales que somos, pero que en gran medida se le achacan a Dios; cosa semejante sucede cuando no damos una interpretación científica a los fenómenos naturales que causan destrucción y muerte, etc.; así como la intolerancia y prejuicios entre creyentes y no creyentes. Finalmente quiero decir, que en la medida que nuestra fe es culta, nos volvemos inmune a los falsos profetas y a las manipulaciones de los politiqueros.

Ya que la “fe inculta” nos hace proclive, no sólo a la alienación religiosa, cuando la misma sirve para justificar la injusticia social promoviendo un mundo de felicidad ilusorio a través de la resignación; sino también, a la alienación política e ideológica cuando a través de ellas se deforma nuestra realidad en beneficio de  intereses mezquinos y egoístas, evitando con ello las transformaciones socioeconómicas necesarias para desarrollo integral de los pueblos a ellos sometidos, obviando, como bien dijera Jesucristo, que “ninguno puede servir a dos señores, porque o aborrecerá al uno y amará al otro, o estimará al uno y menospreciará al otro. No podéis servir a Dios y a las riquezas”.

LA FILOSOFÍA DEL DERECHO Y LA INDEMNIZACIÓN A JEREZ

La Filosofía del Derecho estudia los fundamentos filosóficos que rigen la creación y aplicación del Derecho. Es una constante histórica que ha incidido de una manera general y constante en las personas, en los modelos sociales y políticos. Para tal fin se sustenta en las siguientes ramas: epistemología jurídica, ontología jurídica, axiología jurídica y en la filosofía jurídica existencial. La primera se ocupa de estudiar al conocimiento, al objeto y al sujeto del conocimiento y  por ende las relaciones entre el conocimiento y las circunstancias históricas ─políticas, económicas, sociales y culturales─. 

De lo que se  intuye que el  Derecho ha tenido diferentes epistemologías a lo largo de la historia, siendo las más importantes el Derecho Natural y el Positivismo Jurídico: Para los naturalistas el Derecho tiene sus orígenes en la creación Divina, está allí y simplemente se le reconoce; en cambio para los positivistas el legislador crea los derechos. En esta última parece inspirarse la Señora Juez Quinto Civil de Distrito de Managua o su suplente, pues, su máximo exponente el jurista y filósofo alemán Hans Kelsen enfatiza que “el problema de la justicia es un problema puramente ético, mientras que el problema jurídico se reduce a la validez de las normas”…Dicho en otras palabras, si la indemnización a Jerez causa estupor e indignación a la sociedad nicaragüense es un problema ético, y no legal, si dicha indemnización es apegada a Derecho. 

Sin embargo, frente a esta tesis del positivismo debemos reflexionar, ahora, desde el punto de vista de la ontología jurídica ¿Qué es lo jurídico, en una relación como la que nos ocupa en el presente artículo de opinión? ¿Cuál es la característica de esta relación? Será una relación de equidad y concreta entre las facultades y las obligaciones jurídicas como lo sería en un Estado Social de Derecho, o por el contrario como diría Carlos Marx “la ley no es más que la voluntad de la clase dominante”. Es en este contexto que interpretamos las palabras del ex Procurador Novoa ─ND-16-05-09─ cuando literalmente dice “no cabe duda, que sólo con el respaldo de un poder inmenso puede ese tipo aventurarse a reclamar la robado”… 

Como podemos apreciar, no sólo se trata de un problema de justeza y/o de legalidad de la indemnización del señor Bayron Jerez, sino de valores jurídicos, mismos que son estudiados por la axiología, es decir, que la discusión en cuestión es, además, dilucidar sobre cuáles deben ser los valores que hagan correcto un modelo de Derecho, es así que de recurrirse de casación o en su caso de amparo la Corte Suprema de Justicia, mediante la Sala de lo Civil o constitucional deberá establecer que valores primarán a la hora de aplicar el derecho, mediante la respectiva sentencia. Por consiguiente, con el debido respeto les recordamos a los Señores Magistrados que de todos los valores del Derecho el más importante es el de "justicia"; por lo que algunos autores designan a la axiología jurídica como Teoría de la Justicia.

Concluimos nuestro modesto aporte con la convicción de que nuestras opiniones están impregnadas de la crítica propositiva, y que las mismas tienen por objetivo el análisis y la descripción del sentido y contradicción de la vida humana, como bien nos lo dice el filósofo existencialista Sören Kierkegaard “cada individuo debía intentar realizar un examen profundo de su propia existencia”. O sea encontrar la razón del ser del Derecho, la razón de ser de nuestro sistema jurídico, la razón del ser mismo en el marco de sus propias contradicciones, así que, cualquiera que sea el resultado de la demanda del Señor Bayron Jerez contra el Estado, sentara un precedente positivo o negativo a nuestro sistema judicial, porque como nos dice Ortega y Gasset “la vida es una realidad radical y el hombre no es naturaleza sino historia, porque la vida no es sino lo que hacemos y lo que nos pasa”. 

LOS DERECHOS HUMANOS EN LA NICARAGUA DE HOY
Nicaragua, al igual que el resto de naciones empobrecidas, vive circunstancias sumamente complejas e interesante para el conocimiento o estudio sociológico, pero preocupantes desde el punto de vista de los Derechos Humanos, tanto, por razones exógenas ─crisis financiera internacional─ como por razones endógenas ─subdesarrollo socio-económico y político, corrupción gubernamental y no gubernamental, etc.─ donde lo que se prioriza es el bienestar de las cúpulas políticas-empresariales. Circunstancias que la  convierten en una sociedad extremadamente dividida: los que ostentan de manera desleal e ilegitimo ─sobornos, conflictos de intereses, competencia desleal, tráfico de influencia, etc.─ el Poder político y económico, y los que están sin dicho Poder, sean est@s de derecha, izquierda, centro o independientes, mism@s que se identifican como las bases partidarias de las fuerzas: liberales, conservadoras, resistencias, sandinistas o como pueblo en general.

Decimos que es interesante desde el punto de vista sociológico, entre otras cosa, porque a pesar de haber vivido una revolución social en la década de los ochenta, en la Nicaragua pos revolucionaria la contradicción clasista es efímera, en primer lugar, porque efímera es también la producción industrial o sea que se carece de una clase obrera calificada y de una burguesía industrial moderna, eslabón fundamental de la lucha de clase; en segundo lugar, por tener una economía agroexportadora, comercial y de servicio, el conflicto social se expresa entre la conservación de los privilegios de las clases dominantes ─nueva oligarquía y vieja oligarquía─ y la consolidación de las conquistas adquiridas o por nuevas reivindicaciones sociales de las clases dominadas, tales como: los conflictos por la tenencia de la tierra, por una vivienda digna, por la estabilidad laboral y generación de empleo, por un financiamiento no usurero, por el encarecimientos de los servicios públicos, etc., contradicciones que caen en un círculo vicioso al ser respaldadas demagógicamente por partidos de carácter populistas ─unos en el Poder y el otros en la oposición─ en función del clientelismo político en el marco de un bipartidismo forzado o pactado para satisfacer los intereses particulares y partidarios, y no del bienestar común.

Lo expuesto se materializa de la siguiente manera: a pesar de seguir siendo uno de los países más seguros de América Latina, los atracos o asaltos están a la orden del día, un robo cada diecinueve minutos; la violencia intrafamiliar, en especial contra la mujer se ha incrementado a tal grado que cuarenta y cinco mujeres han muerto por homicidios o asesinatos en lo que va del año 2009, delitos cometidos en la mayoría de los casos por sus cónyuges o ex cónyuge; cincuenta y dos mil seiscientos veinticuatro personas han perdido su empleo según datos del Fondo Monetario Internacional, por crisis económica y por razones políticas, esto último es lo que más genera inestabilidad, temor, stress e ineficiencia en emplead@s y funcionari@s públic@s, inclusive irrespetando el fuero sindical; la canasta básica no se corresponde con los salarios, apenas cubre el 53 productos a un costo de ocho mil trescientos treinta y seis córdobas con sesenta centavos. Mientras tanto, la clase política-empresarial en o coludida con el Poder, paradójicamente, se enriquece aceleradamente.  

En conclusión, la violación de los Derechos Humanos se manifiesta de diferentes maneras, independientemente  de que no exista un Estado policiaco ni presos políticos en la Nicaragua de hoy:  vasta la exclusión a beneficios económicos-sociales y desigualdades jurídica por razones políticas; Vasta no priorizar los aspectos macro y micro económicos por anteponer la politiquería; Basta tener que emigrar a otros países en busca de empleo y ser victima de xenofobia; vasta la penalización del aborto terapéutico por razones electoreras en beneplácito de las exigencias del clero católico, violentándose la laicidad constitucional del Estado; vasta no tener tolerancias con las diferentes formas de pensar o de discernimiento con respecto a la problemática nacional; Basta con socavar la independencia y armonía de los Poderes del Estado; Basta con instrumentalizar las instituciones apolíticas y no deliberantes entiéndase Policía Nacional y Ejercito Nacional en perjuicio de su profesionalismo; Basta con tener que pagar una deuda interna producto de la malversación de los caudales públicos; vasta con ofender a los donantes, y perder el apoyo presupuestario, haciendo recaer la carga tributaria en la clase trabajadora y desposeída para subsanar dicho déficit presupuestario; etc.

Sin embargo, no sólo la elite gobernante es responsable de estos males, la mayoría de ellos heredados de los gobiernos ultraderechistas, sino también: de la mayoría de los políticos seudo-opositores por ser parte de la corrupción; de los banqueros y de las microfinancieras que actúan como usureros cobrando intereses por encima del 65% anual en el caso de las tarjetas de créditos, convenidos en contratos de adición en los que el deudor renuncia a su domicilio y a cualquier recurso judicial; de la mayoría de los jerarcas religiosos por vivir en opulencia y predicar un falso cristianismo o un cristianismo distante de la realidad, al extremo de usar su investidura para unir y reivindicar a políticos ultraderechistas acusados de corrupción; de  ciertos medios de comunicación ─radicales como el diario la Prensa S. A., radio Corporación, radio Ya, Canal TV. 2 y 4─ , por actuar como el pescador  que pesca en río revuelto en busca de mayores ganancias económicas y de adeptos partidarios no importándole la objetividad de la noticia ni los efectos nocivos de la subjetividad de éstas. 

Dichosamente no todo está perdido ni todo lo actuado por el actual gobierno es malo, pues, es loable que en las escuelas y preescolares, además de garantizar una educación gratuita se garantiza la galleta y el vaso de leche a la niñez; igualmente es loable la regulación, de la navegación en el río San Juan, para embarcaciones costarricenses, conforme sentencia de la Corte Internacional de Justicia; la alfabetización, entre otros logros no menos importantes. También es alentadora y loable la lucha que vienen desarrollando sectores de la sociedad civil, y personas nacionales e internacionales independientes de los partidos políticos, así como medios de comunicación responsables como el Nuevo Diario y radio la Primerísima, a fin de promover e impulsar un Estado Social de Derecho como única alternativa para salir del subdesarrollo y de las constantes violaciones a los Derechos Humanos de los nicaragüenses, en sus diferentes variantes.  

Para finalizar, enfatizamos que ya no son tiempos de caudillismos ni de centralismos, sino de un proyecto de nación-revolucionaria, de un Estado Social de Derecho. Nicaragua es de todos los nicaragüenses y no de un partido en particular; la austeridad debe ser equitativa y no debe recaer sobre la clase trabajadora. Es tiempo de hablar de economía  y no de politiquería; es tiempo de tomar en cuenta la opinión de los expertos en economía que están dentro y fuera del gobierno, así como de la población en general: de la ama de casa, de la vivandera, del obrero, de l@s profesionales en sus diferentes disciplinas, del pequeñ@, median@ y gran empresari@, de l@s miembr@s de las mesas de concertación, del movimiento comunal y del consejo de poder ciudadano de conformidad  con  la ley 475, ley de Participación Ciudadana, publicada en la Gaceta Nº 241 de 19/12/03; y del Decreto Nº 114-2007, aprobado el 06 de Diciembre del 2007, publicado en La Gaceta No. 236 del 07 de Diciembre del 2007.
El  MIEDO

El miedo o temor es una emoción caracterizada por un intenso sentimiento habitualmente desagradable que nos asusta o creemos que nos puede hacer daño, y como tal es  provocado por la percepción de un peligro, real o supuesto, presente, futuro o incluso pasado como son los traumas. Es pues una emoción primaria que se deriva de la aversión natural al riesgo o la amenaza que nos produce el medio o entorno real o irreal. 

Ahora bien, la pregunta es ¿el miedo es un fenómeno natural  o un fenómeno social? Desde mi punto de vista es social, sin embargo para un buen amigo del suscrito, quién es médico-pediatra, el miedo es un fenómeno natural o sea congénito. En tal sentido y en el marco de un debate muy interesante con mi persona, fundamentó su posición con el llamado miedo neurótico, mismo que no tiene ninguna relación con el peligro; término que junto al conocido como miedo real fueron definidos por Sigmund Freud en su teoría del miedo. 

El planteamiento de mi buen amigo, el pediatra, pertenece a la teoría de la psicología profunda, por considerar que se trata de un estado afectivo, emocional, necesario para la correcta adaptación del organismo al medio, que provoca angustia y ansiedad en la persona, ya que la persona puede sentir miedo sin que parezca existir un motivo claro. En cambio la teoría en la que yo fundamento mis opiniones, se denomina el conductismo ya que ésta considera al miedo como algo aprendido, es decir que desde el punto de vista social y cultural, el miedo puede formar parte del carácter de la persona o de la organización social a la que pertenece. 

De acuerdo a la teoría del conductismo, se puede por tanto aprender a temer y a no temer, por tal razón, en mi calidad de sociólogo y abogado comparto que el miedo es una característica inherente a la sociedad humana, basada en un sistema educativo que premia y castiga, tanto en la familia como en la escuela es decir que el premio y el castigo son pilares del proceso de socialización al que somos sometidos los seres humanos (en los animales se llama reflejo condicionado). Es tan así que buena parte del sistema normativo jurídico se fundamente en el miedo como forma de persuadir a no delinquir, pero también para eximir si el delito es producto de un miedo irresistible que reste autonomía decisoria al sujeto que comete la Antijuricidad. 

Es obvio, que el tema en cuestión es muy extenso e intenso como para agotarlo en este artículo de opinión, prueba de ello son los innumerables estudios efectuados por psicoanalistas, médicos, teólogos, filósofos, biólogos, etc. Por lo que, concluyo señalando, por otra parte, que desde el ámbito de la ciencia política y la filosofía el miedo se ha identificado como una de las características de la sociedad postmoderna, a tal extremo que para nadie es extraño que el miedo sea un arma de dominación política y de control social, en contubernio con religiones institucionales. 

MÁS SABE EL DIABLO POR VIEJO QUE POR DIABLO

Mahatma Gandhi, filosofo y político indio, decía “Creo firmemente que la fortaleza del alma crece proporcionalmente a la rendición de la carne”. Bello pensamiento que podemos interpretar de muchas maneras, una de ellas puede ser, que en la medida que nos envejecemos nos volvemos más prudentes, más sensibles y sobre todo más realistas, o sea menos apasionados, menos fanáticos, si es que lo fuimos en un determinado momento de nuestra convulsionada historia, en la que en muchas ocasiones hemos superado cuantas crisis se nos hayan presentado superándonos así mismo sin quedar superados, pues, como bien dijera Albert Einstein “Sin crisis no hay desafíos, sin desafíos la vida es una rutina, una lenta agonía. Sin crisis no hay meritos”.

 Nuestra actual edad no es más que la sumatoria de todas nuestras edades o vivencias, donde nuestros desaciertos y aciertos se disputan la construcción de lo que somos en el presente. Probablemente, eternamente jóvenes, llenos de vida, de una fortaleza proporcional a la rendición de la carne, y con la capacidad de “morirnos orgullosamente cuando ya no nos sea posible  vivir con orgullo” como nos habla la filosofía del vitalismo de Federico Nietzsche. Se trata, en otras palabras de entender como nos lo reafirma el existencialista Ortega Y Gasset, de que no existe un “yo” separado del mundo real:”Yo soy mi circunstancia, y si no la salvo a ella no me salvo yo”. No pretendamos que las cosas cambien si siempre hacemos lo mismo. 

 Para Ortega y Gasset, “la vida es una realidad radical y el hombre no es naturaleza sino historia, porque la vida no es sino lo que hacemos y lo que nos pasa”. Son estos contextos histórico-filosóficos los que marcan nuestras vidas, por ejemplo después de aprender mis primeras letras en escuelas privadas y públicas, pase a estudiar la primaria, bajo una concepción medieval practicada por los curas salesianos de la época, en el Colegio San Juan Bosco de la ciudad de Masaya, pasando luego al Instituto Anastasio Somoza de mi natal ciudad Masatepe, donde después de participar en la toma de dicho centro en apoyo a Tomas Borge y otros prisioneros políticos fui expulsado, por lo que mediante gestiones de mi padre, quien era tío del viceministro de educación logre continuar mis estudios en el Instituto Juan XXIII de la ciudad de San Marcos, después en el Instituto Juan José Rodríguez de la ciudad de Jinotepe, y producto de una riña callejera me tuve que trasladar al Instituto el Maestro, centro privado ubicado cerca del calvario en Managua, para luego retornar al Juan José Rodríguez donde al fin me bachilleré. 

Vino la guerra contra la dictadura somocista, como toda guerra cruel y despiadada hizo de mi persona un hombre de carácter duro como a la mayoría de los miembros que integrábamos la columna guerrillera “Jorge Sinforoso Bravo”. Dispersa la columna, pase hacer uno de los fundadores del Ministerio del Interior, luego diplomático a la carrera y no de carrera −Segundo Secretario con Funciones Consulares en la República de Guatemala−, pero consciente de que “la vida es un instinto de desarrollo, de supervivencia, de acumulación de fuerzas, de poder”, parafraseando a Nietzsche, me diplomé en Relaciones Internacionales en el Instituto Superior Raúl Roa en la Habana, Cuba. De retorno, en Nicaragua obtuve la licenciatura en sociología, más tarde un Post Grado en Gerencia de Mercadeo y últimamente la licenciatura en Derecho con diplomado en Derecho Privado. He hecho de las Universidades mi refugio preferido, después de mi hogar, pues ahora imparto materias tan interesantes como la vida misma: Filosofía, Sociología, Métodos y Técnicas de la Investigación, Filosofía del Derecho y Derecho de Familia.

En conclusión hemos tratado de ajustarnos a ideas como las de Martín Heidegger, filosofo alemán, cuando indica que “las personas, si desean vivir de un modo auténtico, deben ampliar sus perspectivas. En vez de dar por supuesta su existencia, deberían verse a sí mismo como parte de un Ser”. O como nos dice Sören Kierkegaard, filosofo y teólogo existencialista de origen danés, “cada individuo debía intentar realizar un examen profundo de su propia existencia”. Admirables reflexiones, sobre la filosofía existencialista expuestas en este prestigioso medio de comunicación, motivados por un grupo de jóvenes masatepinos que tienen la cualidad de discernir sobre una serie de tópicos con la entereza de personas adultas, conscientes del adagio popular de que “sabe más el diablo por viejo que por diablo”. Me satisface enormente este tipo de jóvenes, pues demuestran estar claros de entender que “el destino será implacable con los que quieren vivir en un Universo que ya se ha terminado”. Paulo Coelho.

“A veces arriesgar todo es la única alternativa.

A veces estar realmente jodido puede ser una experiencia  liberadora”.

¡MAMAAAA!

La expresión de Mamá en forma prolongada ¡Mamaaaa! Tiene y a tenido diferentes connotaciones en todas las diferentes etapas de los hijos e hijas, pues ese status nunca se pierde, por ejemplo mi anciana madre −fallecida− a sus ochenta y cuatro años de edad, conjugando su senilidad con las depresiones propias de esa edad, llamaba en forma desesperada a mi abuela o sea a su mamá; y hoy como ayer esa frase resuena en mi memoria como en mis  oídos cuando  mis hijos e hija, así como mis nietos y nieta  gritan indivualmente o al unísono esa bella frase, ya sea para pedir su comida o poner queja o para ser reconfortados por su madre al igual que lo hacía yo.

Pero esa expresión o llamado, tiene sus causas naturales, económicas y sociales, ahora fortalecidas jurídicamente. Naturales porque ese instinto de seguridad que brinda la madre se gesta en su vientre, se reafirma cuando nos amamanta y nos cuida a lo largo de toda su vida con el consecuente  desvelo, con o sin apoyo, sin tregua y al margen de cualquier incomprensión o maltrato de su conyugue o del hijo mismo. Económicas porque son generalmente las mejoras administradoras de la economía del hogar sea éste producto del matrimonio o de una unión hecho estable o como en la mayoría de los casos madres solteras, todas ellas capaces de cualquier cosa por la sobre vivencia de sus hijos e hijas. Sociales, por que si la familia es la célula fundamental de la sociedad, la madre es el núcleo de esa célula ya sea como abuela o simplemente como madre, por muy patriarcal que aparenten ser determinadas familias, ellas son factor de unidad, armonía y cohesión. 

Dichosamente la conciencia social, al margen del consumismo que promueve el mercado, a través del Estado Social de Derecho ha venido reivindicando a la madre, no sólo en su función de reproductora de la especie humana, sino en su condición de mujer, lucha y logro que se debe a ellas mismas con el apoyo de hombres consecuentes con su lucha, es por ello que ahora cuentan con una legislación que las protege en gran medida: Ley de Patrimonio Familiar, ley para la Disolución del Matrimonio por voluntad de las partes, ley Reguladora de las Relaciones entre Madre, Padre e Hijos, ley de Alimentos, ley de Adopción entre otras.

Sin embargo falta mucho por hacer, por ejemplo se necesita un Código de la Familia, pero sobre todo de una conciencia social masculina que nos permita desprendernos de valores arcaicos y trasnochados, y empecemos −los que no lo hemos hecho− a valorar en su verdadera dimensión el rol de de madre y la condición de mujer, no entendido esto último como sexo débil, sino por el contrario, en su fortaleza; y  compartir junto a ellas las labores domesticas, el cariño permanente y consecuente con los hijos e hijas, nietos y nietas. Este cambio radical y difícil, pero no imposible de lo que se ha denominado “machismo” podría ser el mejor homenaje o regalo a nuestras esposas o compañeras, a nuestras hijas biológicas, adoptadas y políticas o nueras, sin menoscabo de sus respectivos obsequios materiales, que bien merecido se lo tienen.
AMOR Y PASIÓN

El amor y la pasión son dos conceptos distintos pero muy interrelacionados, interrelación que convierte las relaciones sexuales en algo misterioso, en romántico pero misterioso, como lo afirma Isabel Allende en su libro “Amor y Sexo”, y es que el amor apasionado es vehemente, ardiente, caluroso, desenfrenado y porque no decirlo entusiasta, fanático, impetuoso lo que nos hace vivir la vida radicalmente, pero la vida entendida no únicamente como el proceso biológico, sino como el conjunto de experiencias humanas dadas en el tiempo, tanto en su dimensión personal como en su dimensión social e histórica, tal y como nos lo plantea Federico Nietzsche en la filosofía del Vitalismo.

El amor sin pasión, tiene la tendencia a generar, además de la rutina, un vacío existencial o sea un vacio interior en la pareja marital  o de hecho estable, pues esa intimidad máxima que es el amor carece de la energía que da el amor físico o sea la pasión. En esta situación –amor sin pasión− la simple conexión emplaza a la comunicación amorosa dando pie a la búsqueda de emociones externas: La Infidelidad, misma que es, según el experto en infidelidad el argentino Sergio Sinay, matemáticamente igual entre hombres y mujer, por ello se pregunta… “si la gran mayoría de los varones es heterosexual ¿Con quién cometen su infidelidad? En teoría, por cada varón infiel debería existir, aproximadamente, una mujer que también lo es”... Para este autor, junto con la liberalización femenina hay también una “masculinización” de las mujeres, en cuanto a actitudes y tendencias en lo sexual. Y la “paridad” en la infidelidad, según él es, en parte, fruto de ello. 

Por tal razón, la pareja marital o de hecho estable, para conservar el amor y la pasión deben ser como el águila. Mito que retomamos del jurista peruano Víctor Raúl Malca Guaylupo… “El águila, es el ave que posee la mayor longevidad de su especie. Llega a vivir 70 años, pero para llegar a esa edad, a los 40 años de vida tiene que tomar una seria decisión: Sus uñas curvas y flexibles no consiguen agarrar a las presas, su pico alargado y puntiagudo se curva más de lo debido, sus alas están envejecidas y pesadas. Entonces, tiene sólo dos alternativas: Morir,... o enfrentar un doloroso proceso de renovación. Ese proceso consiste en volar hacia lo alto de una montaña y refugiarse en un nido, próximo a una pared, el águila golpea con su pico la pared hasta arrancárselo. Con el nuevo pico arranca sus viejas uñas y con las nuevas uñas arranca sus viejas plumas. Y después de 5 meses, sale victorioso para su famoso vuelo de renovación, disponiendo de 30 años más”... 

La moraleja del águila nos induce a renovar el amor a través de acciones criticas y reflexivas, asumir nuevas y mejores actitudes amorosas y por supuesto a renovar también las pasiones sexuales, pues “no se trata”, como dice Isabel Allende, “de sustituir la pasión por la ternura o por la compañía que para eso tiene a su perro.” Y es que no hay nada más confortante que amar y sentirse amado, acariciar y ser acariciado, poseer y ser poseído. Esta interacción –amor y pasión−  ha sido y es objeto de estudios que intentan dar una explicación del ¿Por qué nos enamoramos? ¿Por qué nos gusta tal o cual persona? La Biología lo ve como una necesidad fisiológica, hormonal. Para el Psicoanálisis es una serie de procesos de carácter inconsciente, que se desarrollan de manera constante a lo largo de nuestra vida. En Lo romántico el amor tiene un carácter subjetivo, que lo reduce a la conveniencia y placer de cada quien.

El presente artículo de opinión tiene como finalidad el bien común, una reflexión, una  guía para llevar una vida virtuosa, pues trata sobre la vida familiar, la naturaleza del amor, y cuestiones relacionadas con dar placer a la vida humana. Invita a la pasión, y a una visión de libertad en el ámbito de la sexualidad y demostrando al fin y al cabo que el sexo puede ser un arte refinado.

Cuentos
                                                  EL SACRISTÁN ANALFABETA

Hace mucho tiempo, quizás veinticinco o treinta años, un amigo me relató la siguiente historia: Allá muy lejos de la maldad de la gran ciudad, existía un pueblito incrustado en lo más profundo de la espesura montañosa. Era como una especie de ciudad prohibida, propia para filmar la continuidad de las aventuras de Indiana Jones. Bueno, volviendo al cuento, en ese pueblito donde la máxima autoridad era un venerable anciano sacerdote, todo transcurría lentamente al ritmo del cura y su sacristán que juntos sumaban ciento cincuenta años de experiencias compartidas. Tranquilidad o aburrimiento que un día de tantos se vio alterada con la llegada de una carta 

¿Cómo, por una carta? ¿sería la jubilación o la transferencia del curita? Se preguntarán ustedes... no, se trata simplemente de un ordeno del santo Papa, mediante el cual se orientaba: Todos los sacristanes al servicio de los templos católicos y apostólicos tendrán que saber leer y escribir. 

¡Ah, mi querido sacristán! Tendrás que alfabetizarte, y pronto, ya que el plazo es de seis meses, dijo el cura a Juan, y éste con cara de preocupado, respondió ¡Ah, y usted cree que con esta edad voy aprender a leer! - Bueno, tendrá que hacerlo de lo contrario y muy a pesar mío tendré que correrte, replicó su fiel amigo el sacerdote. 

Pasaron los seis meses, y con lágrimas que surcaban las mejillas de ambos amigos, se dio la triste separación... Juan no aprendió a leer ni a escribir. Juan que toda su vida había sido sacristán de pronto se encontró sin empleo. 

Desesperado y nervioso, el ex -sacristán fue a comprar un cigarrillo, le habían contado que fumar era bueno para los nervios, pero después de recorrer las dos únicas pulperías del pueblo y no encontrar, se percató que vender cigarrillos podría ser la respuesta a su desempleo. 

Con el transcurrir del tiempo, Juan ya no solo vendía cigarrillos sino de todo. Llegó a convertirse en el más fuerte distribuidor del pueblo y de la zona, ganándose la admiración de moros y cristianos. Uno de estos admiradores, le comento: Juan, sin saber leer tienes muchos dinero, pero si supieras tuvieras mucho más, y Juan con una sonrisa le contradijo: No, si supera leer fuera sacristán. 
MOISÉS BONICHE

Sentado, fumándose un puro chircagre se encontraba el viejo Moisés Boniche; humareda expelía, reclamando su vinagre, los tragos inspiran, contando cuentos no es chiche. 

Sus mentiras y verdades, virtual hacen la vida; en noche oscura, camino escabroso y resbaloso, de paseo con novia y yegua, tuvo gran caída, caminó con su novia a tuto, cansado y tembloroso. 

Que pesada estás amor mío, exclamó el novio, un silencio armonioso y los primeros destellos de luz hicieron ver que lo que cargaba era la yegua y no la novia.                                 
[image: image1.jpg]



Autor:
Lic. Abelardo Elías Bojorge*

*Abogado y sociólogo.
abelardobojorge@yahoo.com
[image: image2.jpg]



Para ver trabajos similares o recibir información semanal sobre nuevas publicaciones, visite www.monografias.com

